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088 de 2023 Cámara, por medio del cual se 

P O N E N C I A S

fortalecen las capacidades de las comunidades 
educativas en prevención del consumo de 
sustancias psicoactivas en las instituciones de 
educación básica y media del país.

Atentamente,

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

088 DE 2023 CÁMARA
por medio del cual se fortalecen las 

capacidades de las comunidades educativas en 
prevención del consumo de sustancias psicoactivas 

en las instituciones de educación básica y media 
del país.

I. INTRODUCCIÓN
El presente proyecto de Ley tiene como objetivo 

fortalecer las capacidades de las comunidades 
educativas en prevención del consumo de sustancias 
psicoactivas en las instituciones de educación básica 
y media del país, buscando dar rango legal a medidas 
articuladoras de la oferta institucional del Estado a 
un problema que reviste tanta complejidad que no 
basta con ponerlo en manos de los docentes, de las 
instituciones educativas y de la familia, sino que 
requiere acciones de coordinación de mucho mayor 
alcance a nivel social. 

II. TRÁMITE DEL PROYECTO
La iniciativa legislativa fue presentada por los 
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Senador Julio Elías Vidal, honorable Representante 
Alexánder Guarín Silva, honorable Representante 
José Eliécer Salazar López, honorable 
Representante Camilo Esteban Ávila Morales, 
honorable Representante Astrid Sánchez Montes 
de Oca, honorable Representante Hernando Guida 
Ponce, honorable Representante Jorge Eliécer 
Tamayo Marulanda entendiendo que es necesario 
propender una iniciativa legislativa a través del cual 
se fortalezcan las capacidades de las comunidades 
educativas en prevención del consumo de sustancias 
psicoactivas en las instituciones de educación básica 
y media del país

El presente proyecto de ley fue radicado el 2 de 
agosto de 2023 y fue publicado en la Gaceta del 
Congreso número 1029 de 2023.

El 22 de septiembre de 2023 fui designado como 
Coordinador ponente para presentar Informe en 
Primer Debate ante Comisión Sexta Constitucional 
Permanente.

En sesión ordinaria del día 21 de mayo de 2024 
de la Comisión Sexta Constitucional Permanente, 
se discutió y aprobó en primer debate el presente 
proyecto de ley. 

En concordancia con lo anterior, la Honorable 
Mesa Directiva de la Comisión Sexta Constitucional, 
en oficio del día 23 de mayo de 2024, notificado 
el día 28 de mayo de 2024, me designó como 
coordinador ponente para presentar ponencia para 
segundo debate ante la Plenaria de la Cámara de 
Representantes.

III. OBJETIVO Y JUSTIFICACIÓN DEL 
PROYECTO

ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE 
LEY

Esta iniciativa de autoría del Honorable Senador 
Santiago Valencia González fue radicada por primera 
vez el día 30 de septiembre de 2015 “Proyecto de 
Ley número 133 de 2015 Cámara, por el cual se 
establece la Cátedra de Prevención al Consumo de 
Sustancias Psicoactivas en todas las instituciones 
educativas del País”1 cuando era Representante 
a la Cámara por el Departamento de Antioquia, y 
publicado en la Gaceta del Congreso número 766 
de 2015. 

Fue remitido a la Comisión Sexta de la Cámara, 
tras publicar la ponencia para primer debate en la 
Gaceta del Congreso número 1041 de 2015, en la 
sesión del 5 de abril de 2016, la Comisión Sexta 
de la Cámara de Representantes surtió el debate 
respectivo y aprobó el proyecto de ley como consta 
en Acta número 025 de Comisión de 2016, previo 
anuncio de su votación en sesión ordinaria del día 
30 de abril de la misma anualidad. 

Durante el desarrollo del proyecto de ley, 
emitieron concepto los ministerios de Educación, 
de Salud y de Hacienda, y en el tránsito para 

1 Cámara de Representantes. Proyectos de Ley, Legislatura 
2015-2016. República de Colombia. http://www.camara.
gov.co/prevencion-sustancias-psicoactivas

segundo debate se realizó audiencia pública, con la 
presencia de importantes sectores de la educación 
nacional, así como organismos encargados del 
tratamiento de adicciones tales como: Delegados de 
la Secretaría de Educación de Cundinamarca, de la 
Asociación Colombiana de Universidades (Ascun), 
de la Asociación Colombiana para la Investigación, 
Prevención y Rehabilitación de Adicciones 
(Acinpra), de la Agencia de Noticias e Información 
para la Prevención de las Adicciones (Anipra), y 
representación de varios docentes de colegios, así 
como psicólogos de dichas instituciones, quienes 
presentaron aportes al proyecto. No obstante, por 
términos, el proyecto no alcanzó a ser aprobado en 
segundo debate de cámara y fue archivado. 

El día 09 de agosto de 2017, fue radicado por 
segunda oportunidad, en la Secretaría General 
de la Cámara de Representantes, para iniciar el 
trámite legislativo, esta iniciativa fue remitida 
a la Comisión Sexta de esta Corporación por 
competencia en el tema. “Proyecto de Ley número 
081 de 2017 Cámara, por medio del cual se 
establece la cátedra para la prevención al consumo 
de sustancias psicoactivas en las instituciones de 
educación básica y media del país2 Fue publicado 
en la Gaceta del Congreso número 678 de 2017 
para ser considerado, nuevamente, en la Comisión 
Sexta de la Cámara de Representantes. La ponencia 
para primer debate fue publicada en la Gaceta del 
Congreso número 882 de 2017, y luego debatida 
en la sesión del 10 de abril de 2018 de la Comisión 
Sexta de la Cámara de Representantes, donde fue 
votada positivamente. El texto aprobado consta 
en Acta de Comisión número 016 de 2018, previo 
anuncio de la votación en sesión ordinaria del día 
4 de abril del mismo año. El proyecto, nuevamente 
fue archivado por falta de trámite.  

El día 20 de julio de 2020, fue radicado por tercera 
oportunidad en la Secretaría General del Senado de 
la República, para iniciar el trámite legislativo, esta 
iniciativa fue remitida a la Comisión Sexta de esta 
Corporación por competencia en el tema. “Proyecto 
de Ley número 050 de 2020 Senado”. Por medio 
del cual se establece la cátedra para la prevención 
al consumo de sustancias psicoactivas en las 
instituciones de educación básica y media del país”3. 
Fue publicado en la Gaceta del Congreso número 
596 de 2020 para ser considerado nuevamente, en 
la Comisión Sexta del Senado de la República. La 
ponencia para primer debate fue publicada en la 
Gaceta del Congreso número 1374 de 2020, y luego 
debatida en la sesión del 23 de marzo de 2021 de 
la Comisión Sexta constitucional donde fue votada 

2 Cámara de Representantes. Proyectos de Ley, Legislatura 
2017-2018. República de Colombia. http://www.camara.
gov.co/consumo-de-sustancias-psicoactivas

3 http://leyes.senado.gov.co/proyectos/index.php/
proyectos-ley/cuatrenio-2018-2022/2020-2021/
article/50-por-medio-del-cual-se-fortalecen-las-capaci-
dades-de-las-comunidades-educativas-en-prevencion-
del-consumo-de-sustancias-psicoactivas-en-las-institu-
ciones-de-educación-básica-y-media-del-país
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positivamente con modificaciones. El presente 
Texto Definitivo fue aprobado con modificaciones 
en sesión Plenaria del Senado de la República del 
día 11 de agosto de 2021, de conformidad con el 
Texto Propuesto para Segundo Debate. La ponencia 
para segundo debate fue publicada en la Gaceta del 
Congreso número 1033 de 2021. Sin embargo, el 
proyecto, nuevamente fue archivado por falta de 
trámite. (Art 190 Ley 5ª de 1992). 

III. MARCOS DE REFERENCIA
a. MARCO TEÓRICO Y FÁCTICO
“En Colombia, se ha estimado que parte de la 

población está expuesta a situaciones adversas 
en la infancia y adolescencia que pueden incidir 
de manera importante en el inicio temprano de 
consumo de sustancias psicoactivas, y en cursos 
de vida posteriores, en abuso y dependencia de 
consumo de este tipo de sustancias, así como en la 
aparición y mantenimiento de problemas y trastornos 
mentales. De esta manera, la intervención del Estado 
para la prevención del consumo de sustancias 
psicoactivas requiere una respuesta integral que 
incluya intervenciones asociadas a la garantía de 
derechos fundamentales como educación, trabajo, 
vivienda; a la reducción de las desigualdades 
asociadas a relaciones de poder; a la modificación 
de comportamientos y factores psicosociales; y al 
acceso, atención y calidad de los servicios de salud 
y sociales.

Factores que influyen en el consumo de 
sustancias psicoactivas

El consumo de sustancias psicoactivas es 
un fenómeno multicausal en el que intervienen 
diferentes factores que deben ser abordados de 
manera integral (Pons Diez, 2008). Para definir 
intervenciones efectivas que prevengan el consumo 
de estas sustancias se requiere identificar los 
factores que influyen en su consumo, así como 
su interrelación, teniendo como referencia las 
trayectorias, transiciones y sucesos vitales de la vida 
de las poblaciones a intervenir. De esta manera, el 
curso de vida de niñez y adolescencia traen consigo 
una serie de cambios cognitivos, personales y 
psicosociales que hacen a los adolescentes más 
vulnerables a conductas problemáticas entre las que 
se encuentra el consumo de sustancias psicoactivas 
(Universidad de Deusto; Observatorio de Drogas de 
Colombia, Ministerio de Justicia y del Derecho. (…)

Con respecto a pobreza, el estudio de consumo de 
sustancias psicoactivas en población general (2013) 
encontró que, si bien el consumo de sustancias 
psicoactivas ilegales en el año no es diferencial por 
estrato socioeconómico, si se evidencia mayor abuso 
y dependencia en población clasificada en estratos 
1 y 2. De esta manera, se podría inferir que las 
condiciones de pobreza pueden influir en el aumento 
de la prevalencia de abuso de estas sustancias. En el 
país los municipios con mayores niveles de pobreza 
multidimensional municipal predominan en las 
regiones de la Orinoquía-Amazonía y Pacífica, y los 

municipios con menores porcentajes se encuentran 
en las regiones Central y Oriental del país”4. 

b. MARCO NORMATIVO
Constitucionales: 
La Constitución Política dicta el carácter especial 

de la protección de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes, en sus artículos 44 y 45:

“ARTÍCULO 44. Son derechos fundamentales 
de los niños: la vida, la integridad física, la salud y 
la seguridad social, la alimentación equilibrada, su 
nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser 
separados de ella, el cuidado y amor, la educación 
y la cultura, la recreación y la libre expresión de 
su opinión. Serán protegidos contra toda forma de 
abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, 
abuso sexual, explotación laboral o económica y 
trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás 
derechos consagrados en la Constitución, en las 
leyes y en los tratados internacionales ratificados 
por Colombia.

La familia, la sociedad y el Estado tienen 
la obligación de asistir y proteger al niño para 
garantizar su desarrollo armónico e integral y 
el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier 
persona puede exigir de la autoridad competente su 
cumplimiento y la sanción de los infractores.

Los derechos de los niños prevalecen sobre los 
derechos de los demás”5. 

“ARTÍCULO 45. El adolescente tiene derecho 
a la protección y a la formación integral.

El Estado y la sociedad garantizan la participación 
activa de los jóvenes en los organismos públicos y 
privados que tengan a cargo la protección, educación 
y progreso de la juventud”6. 

Este proyecto de ley constituye elemento de 
soporte para la ley 1620 de 20137 para la Convivencia 
Escolar, como un coadyuvante en el sostenimiento 
de un entorno seguro para la convivencia y bienestar 
de la población educativa la cual involucra diferentes 
actores; entre docentes, estudiantes, padres de 
familia y personal administrativo.

Dicha ley enfatiza la formación en Competencias 
Ciudadanas, definidas como el conjunto de 
conocimientos y de habilidades cognitivas, 
emocionales y comunicativas que, articulados entre 

4 https://www.minsalud.gov.co/sites/rid/Lists/Biblioteca-
Digital/RIDE/VS/PP/mapeo-zonas-comportamientos-
consumo-ley-2000- 2019.pdf

5 Constitución Política de Colombia 1991-art. 44 
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.
asp?ruta=Constitucion/1687988

6 Constitución Política de Colombia 1991-art. 45 
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.
asp?ruta=Constitucion/1687988

7 Senado de la República. Ley 1620 de 2013. “Por la cual 
se crea el Sistema Nacional de Convivencia Escolar y 
Formación para el Ejercicio de los Derechos Humanos, 
la Educación para la Sexualidad y la Prevención y Miti-
gación de la Violencia Escolar” http://www.secretariase-
nado.gov.co/senado/basedoc/ley_1620_2013.html
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sí, hacen posible que el ciudadano actúe de manera 
constructiva en una sociedad democrática.

Además, crea el Sistema Nacional de 
Convivencia Escolar y Formación para el Ejercicio 
de los Derechos Humanos, la Educación para la 
Sexualidad y la Prevención y Mitigación de la 
Violencia Escolar con los siguientes objetivos, entre 
otros (Artículo 4°, subrayado fuera de texto):

• Fomentar, fortalecer y articular acciones 
de diferentes instancias del Estado para 
la convivencia escolar, la construcción 
de ciudadanía y la educación para el 
ejercicio de los derechos humanos, sexuales 
y reproductivos de los niños, niñas y 
adolescentes de los niveles educativos de 
preescolar, básica y media.

• Garantizar la protección integral de los 
niños, niñas y adolescentes en los espacios 
educativos, a través de la puesta en marcha y 
el seguimiento de la ruta de atención integral 
para la convivencia escolar, teniendo en 
cuenta los contextos sociales y culturales 
particulares.

• Promover el desarrollo de estrategias, 
programas y actividades para que las 
entidades en los diferentes niveles del Sistema 
y los establecimientos educativos fortalezcan 
la ciudadanía activa y la convivencia 
pacífica, la promoción de derechos y estilos 
de vida saludable, la prevención, detección, 
atención y seguimiento de los casos de 
violencia escolar (…)

• Fomentar mecanismos de prevención, 
protección, detección temprana y denuncia 
de todas aquellas conductas que atentan 
contra la convivencia escolar, la ciudadanía 
y el ejercicio de los derechos humanos, (…)

• Identificar y fomentar mecanismos y 
estrategias de mitigación de todas aquellas 
situaciones y conductas generadoras de 
situaciones de violencia escolar.

• Orientar estrategias y programas de 
comunicación para la movilización social, 
relacionadas con la convivencia escolar, la 
construcción de ciudadanía y la promoción 
de los derechos humanos, sexuales y 
reproductivos.

Esto, cuenta con elementos de refuerzo 
adicionales, de acuerdo con concepto emitido por el 
Ministerio de Educación Nacional.

“Sobre las políticas públicas, estrategias y 
capacidad institucional del país en materia de 
prevención de consumo de sustancias psicoactivas 
Desarrollar acciones de prevención del consumo 
de sustancias psicoactivas (SPA) implica afectar 
negativamente los factores de riesgo y fortalecer 
los factores de protección. De acuerdo con el actual 
Código de Convivencia y Seguridad Ciudadana, el 
consumo en entornos escolares está comprendido 
como una contravención (comportamiento contrario 

a la convivencia), y para el caso de población entre 
los 14 y los 18 años, las distintas sanciones se acogen 
a lo dispuesto por el Sistema de Responsabilidad 
Penal Adolescente. Así mismo, es de anotar que 
el consumo de SPA, de acuerdo a la Ley 1566 de 
2012, “por la cual se dictan normas para garantizar 
la atención integral a personas que consumen 
sustancias psicoactivas (…)”, es considerado como 
un problema de salud pública, lo cual implica no 
estigmatizar ni discriminar a los afectados y tampoco 
individualizar la situación problemática, sino por el 
contrario, analizar y buscar respuestas integrales 
que repercutan en los distintos escenarios de la vida 
cotidiana, institucionales y no institucionales, que 
tengan incidencia en el desarrollo y perpetuación 
de este flagelo. En ese sentido, el país ha avanzado 
tanto en actualizar políticas para la prevención del 
consumo, como en el abordaje integral del problema 
de las drogas. Por lo anterior, las políticas públicas a 
continuación relacionadas se están articulando sobre 
la Salud Mental

(I) Resolución número 89 de 16 de enero de 
2019: “por la cual se adopta la Política Integral 
para la Prevención y Atención del Consumo de 
Sustancias Psicoactivas”;

(II) Resolución número 4886 de noviembre de 
2018: “por la cual se adopta la política nacional de 
salud mental” y

(III) La Ruta Futuro de diciembre de 2018: 
“Política Integral para enfrentar el problema de las 
drogas”. Todos estos instrumentos reconocen dos 
instancias de articulación intersectorial en materia de 
drogas: (i) el Consejo Nacional de Estupefacientes: 
máxima autoridad en esta materia y (ii) la Comisión 
Técnica Nacional de Reducción de la Demanda de 
Droga: instancia asesora del Consejo en materia de 
prevención de consumo.

Políticas Públicas
Colombia cuenta con el documento CONPES: 

3992 “Estrategia para la Promoción de la Salud 
Mental en Colombia”: es la estrategia intersectorial 
que incorpora diferentes acciones para la prevención 
y la atención de las situaciones asociadas al consumo. 
Para el caso del Ministerio de Educación incorpora 
entre sus acciones, realizar formación a docentes 
en el desarrollo de las competencias ciudadanas 
y socioemocionales, como factor protector y 
especialmente promotor de derechos y de desarrollo 
integral de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes. 
También, el país cuenta con un “Lineamiento 
Nacional de prevención del consumo de alcohol y 
sustancias psicoactivas” publicado en octubre de 
2018; en dicho lineamiento, se especifican, con base 
científica, los criterios para desarrollar acciones de 
prevención basadas en la evidencia por etapa de 
curso de vida y por entorno de la vida cotidiana. 
Es un documento claro y específico frente a las 
estrategias, enfoques y mecanismos que se deben 
dar para hacer prevención basada en la evidencia. 
La construcción de este documento orientador está 
sustentada en los Estándares Internacionales para la 
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Prevención del Uso de Drogas de Unodc del 2017, 
así como el documento de “Calidad y Evidencia en 
reducción de la demanda de drogas” Copolad, 2014.

El referente más reciente dentro de las políticas 
públicas es la Política Marco de Convivencia y 
Seguridad Ciudadana la cual aborda la atención del 
problema del consumo de sustancias psicoactivas, 
desde un enfoque integral e interagencial, que 
unifica la oferta institucional de todas las entidades 
del Gobierno nacional con competencias en la 
prevención y mitigación de un fenómeno tan 
complejo.

En primer lugar, la política aborda el problema 
del consumo de sustancias psicoactivas, en general, 
como un problema de salud pública, enmarcado 
dentro del campo de la salud mental, el cual afecta 
la convivencia en la medida que incrementa la 
percepción de inseguridad. En efecto, las dinámicas 
de consumo vienen necesariamente aparejadas con 
su tráfico y comercialización al menudeo, las cuales 
están espacialmente correlacionadas con toda clase 
de dinámicas de criminalidad tales como el control 
territorial con fines de captura de las rentas ilegales 
asociadas, lesiones personales, hurtos, homicidios, 
entre otros delitos. 

Todo esto, reviste particular gravedad cuando 
tiene lugar en ambientes escolares, en la medida 
que expone a los niños, niñas y adolescentes a un 
entorno propenso a la violencia, a formas severas 
de matoneo o “bullying” rodeadas de intereses 
delincuenciales, y a la vulneración de sus derechos, 
contrario a cualquier objetivo educativo, de sana 
convivencia, o de desarrollo pleno y sano de las 
nuevas generaciones de colombianos.

La política llama la atención sobre el nivel 
de sofisticación de los delincuentes que venden 
estupefacientes y su capacidad de injerencia social 
en espacios en los que se incluyen ambientes 
escolares. El desarrollo de estrategias de distribución 
regional de drogas y comercialización local, el 
aumento en la variedad de sustancias de origen 
natural y sintético, el establecimiento de marcas y 
mecanismos de fidelización de consumo, son algunas 
de las novedades que manejan los vendedores de 
estupefacientes. En este contexto los niños, niñas y 
adolescentes son sujetos particularmente vulnerables 
a dinámicas de instrumentalización.

Esta Política establece los siguientes criterios 
generales en materia de consumo de sustancias 
psicoactivas:

• Los gobernadores y alcaldes incorporarán en 
el Plan de Desarrollo Territorial programas 
dirigidos a proteger a los niños, niñas y 
adolescentes del consumo de drogas. Para eso 
deberán integrar la acción de las diferentes 
secretarías y entidades departamentales 
y municipales, al igual que destinar 
presupuesto y capacidades institucionales 
para dicho propósito. Las autoridades deben 
proteger a esta población cuyos derechos 
constitucionalmente prevalecen.

• El Ministerio del Interior coordinará con 
las gobernaciones y alcaldías programas de 
divulgación sobre los efectos del consumo 
de drogas, desde la perspectiva de la 
convivencia y seguridad ciudadana, dirigidos 
a prevenir el consumo y a promover la 
denuncia de quienes participan en el tráfico y 
comercialización urbana de estupefacientes. 
Para eso, el Ministerio articulará con los 
Ministerios de Justicia, Defensa Nacional, 
Salud y Protección Social, Educación y 
Deporte.

• El Ministerio de Defensa Nacional a través de 
la Policía Nacional continuará la aplicación 
estricta del Decreto 1844 del 2018, el cual 
reglamenta parcialmente el Código Nacional 
Seguridad y Convivencia Ciudadana, en lo 
referente a la prohibición de poseer, tener, 
entregar, distribuir o comercializar drogas o 
sustancias prohibidas.

• El Ministerio de Justicia y del Derecho 
activará el Comité Técnico Asesor para 
la Prevención Nacional de la Fármaco 
Dependencia, el cual funciona como una 
instancia de apoyo técnico del Consejo 
Nacional de Estupefacientes, tal como lo 
contempla la Ley 30 de 1986. Dicho Comité 
se reunirá con la frecuencia necesaria para 
articular todas las campañas de prevención 
del consumo.

• El Ministerio de Justicia y del Derecho, 
concentrará acciones en la asistencia 
técnica para aumentar la efectividad de los 
Consejos Seccionales de Estupefacientes, de 
acuerdo con las funciones asignadas a dichas 
instancias de coordinación en la Ley 30 de 
1986. Así mismo, evaluará el cumplimiento 
de las funciones de cada Consejo Seccional 
de Estupefacientes y su alineación con la 
Política Marco de Convivencia y Seguridad 
Ciudadana.

• El Ministerio de Justicia y del Derecho 
evaluará la efectividad de la iniciativa de 
prevención del consumo de sustancias 
psicoactivas en el territorio nacional a 
partir de los indicadores de prevalencias del 
último año, los cuales serán generados por 
el Ministerio de Salud y Protección Social. 
Los indicadores servirán para hacer ajustes 
a los programas de prevención y prestarán 
especial atención a la prevalencia en la 
población escolar y población universitaria.

El proyecto de ley refuerza todos estos 
elementos en el campo particular de los entornos 
educativos, buscando dar rango legal a estas 
medidas articuladoras de la oferta institucional del 
Estado. Con esta política queda claro, sin embargo, 
que el problema reviste tanta complejidad que no 
basta con ponerlo en manos de los docentes, de las 
instituciones educativas y de la familia, sino que 
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requiere acciones de coordinación de mucho mayor 
alcance.

VI. CONTENIDO DE LA INICIATIVA
El proyecto de ley consta de siete (7) artículos, 

según se presenta a continuación.
“Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto el fortalecimiento de las capacidades de las 
comunidades educativas para la prevención del 
consumo de sustancias psicoactivas en los niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes”.

A diferencia de los proyectos relacionados como 
antecedentes, este proyecto aborda la prevención del 
consumo de sustancias psicoactivas en ambientes 
escolares, ya no por medio del establecimiento de 
una cátedra dedicada a ese objetivo, sino por medio 
de un fortalecimiento integral de las capacidades 
de las comunidades educativas. Este objeto es 
consistente con el resto del articulado, así como 
con su exposición de motivos, en esa medida, no se 
encuentran razones para proponer modificaciones.

“Artículo 2°. Construcción de Portafolio de 
Proyectos, estrategias y Programas. Con el fin de 
contribuir a que los establecimientos educativos 
puedan tener una mayor oferta de programas basados 
en la evidencia para implementarlos de acuerdo 
con sus contextos particulares, los ministerios de 
Educación Nacional, Salud y Protección Social, 
Justicia y del Derecho, crearán un Portafolio 
Nacional de Programas exitosos basados en la 
evidencia científica en prevención del consumo de 
sustancias psicoactivas en escolares.

Parágrafo: Ese Portafolio debe ser de público 
conocimiento y obedecerá a criterios de calidad que 
deberán tener como base las políticas nacionales 
y los lineamientos de prevención del consumo 
sustancias psicoactivas vigentes”.

En completa concordancia con la Política 
Marco de Convivencia y Seguridad Ciudadana, 
y demás elementos normativos y de política 
pública antes relacionados, el proyecto refuerza el 
papel del trabajo interministerial articulado en la 
construcción de proyectos, estrategias pedagógicas 
y programas orientados a la prevención y mitigación 
del consumo de psicoactivos. En el caso particular 
de los entornos escolares, este trabajo debe tener 
presentes los ejes contextuales de las instituciones 
en donde se establezca la construcción del portafolio 
mencionado, todo ello tomando como base 
proyectos, estrategias y programas exitosos basados 
en evidencia científica en la prevención del consumo 
de SPA en los escolares.

Actualmente, de conformidad con la ley 1566 
de 2012 las experiencias exitosas son objeto de 
reconocimiento público5. El proyecto de ley viene a 
disponer la traducción de ese conjunto de experiencias 
en un corpus de conocimiento aplicable de manera 
sistemática en el largo plazo, y particularizado a los 
entornos escolares, donde las políticas generales 
deben tener enfoque especializado en virtud a la 
protección especial de los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes.

“Artículo 3°. Fortalecimiento del 
Involucramiento Parental: Será necesario 
consolidar la alianza y el vínculo entre las escuelas 
y las familias como escenarios de participación y 
reflexión para fortalecer así, el acompañamiento 
de las mismas en los procesos de desarrollo de 
los niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Esto no 
se restringe únicamente al proceso de aprendizaje 
académico, sino a procesos de desarrollo integral, 
que involucran entre otros aspectos, la ciudadanía, 
la emocionalidad, las relaciones con los demás y con 
el entorno”.

La participación regular de padres en diferentes 
procesos educativos, académicos e institucionales 
y la relación de los mismos con el entorno de sus 
hijos, puede denominarse involucramiento parental. 
Este, no solo funciona en el ámbito académico, sino 
también en el desarrollo de un relacionamiento y 
una interacción mejor en cuanto a la convivencia 
escolar y ciudadana tiene que ver6.

Por lo que el fortalecimiento de esta área desde 
la implementación de políticas públicas entra en una 
oportuna consideración para el presente proyecto.

“Artículo 4°. Promoción del deporte y las 
artes: El Ministerio del Deporte, el Ministerio de 
Cultura, el Ministerio de Salud y Protección Social 
y el Ministerio de Educación Nacional, en el marco 
de la “Comisión Nacional Intersectorial para la 
coordinación y orientación superior del fomento, 
desarrollo y medición del impacto de la actividad 
física” (Coniaf), diseñarán una estrategia para 
fortalecer las capacidades de los docentes desde la 
educación inicial hasta la educación media, para el 
fomento de la recreación, el deporte, así como de 
la actividad física y la educación artística, como 
medio de prevención del consumo de sustancias 
psicoactivas”.

Por medio de la intervención interministerial, el 
proyecto considera diseñar estrategias que permitan 
el fortalecimiento de las capacidades del personal 
docente durante el transcurrir de la vida académica 
para de esta manera promocionar y fomentar la 
recreación, el deporte y las actividades culturales 
y artísticas como medios para alejar del consumo 
de sustancias psicoactivas a los niños niñas y 
adolescentes. El vínculo entre salud, bienestar 
y desarrollo integral relacionado con el área 
deportiva, artística y cultural, se reconoce como 
bastante estrecho en la actualidad. La inclusión 
de herramientas que promuevan estas actividades 
a edades tempranas dentro de las instituciones 
sociales, como puedan ser las instituciones 
educativas, entre otras, genera un complemento 
especial a la Ley 1620 de 2013 y a su vez traza un 
camino más claro a la materialización del objetivo 
del presente proyecto de ley. Cabe agregar que 
se dispone de amplia evidencia sobre el carácter 
protector que tienen las actividades deportivas frente 
al consumo de sustancias psicoactivas en niños, 
niñas y adolescentes7. Esta protección se basa en 
orientar un constructivo uso del tiempo libre, en el 
reforzamiento de la seguridad y la confianza en sí 
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mismo, el incremento de la autoestima a través de 
la sana competencia y de los vínculos de equipo que 
crea la actividad deportiva, y la creación de valores 
como la residencia, el respeto y la valoración de un 
estado físico óptimo.

“Artículo 5°. Apoyo a iniciativas de participación 
juveniles comunitarias en prevención del consumo 
de sustancias psicoactivas: El Gobierno nacional 
gestionará con Organizaciones No Gubernamentales 
y con el sector privado, el apoyo y acompañamiento a 
aquellas iniciativas de participación de adolescentes 
y jóvenes que contribuyan a la prevención del 
consumo de sustancias psicoactivas

Este artículo busca establecer que el Gobierno 
nacional gestione con las diferentes organizaciones 
no gubernamentales en conjunto con el sector 
privado, apoyo y acompañamiento a las iniciativas 
de participación que provengan de jóvenes 
y adolescentes; iniciativas cuyo norte sea la 
contribución a la prevención del consumo de 
sustancias psicoactivas.

La inclusión y la generación de nuevas ideas a 
partir de la participación de jóvenes en la proposición 

de alternativas que ayuden a prevenir el consumo 
de sustancias psicoactivas es otro de los motivos 
que viabiliza la introducción del artículo que aquí se 
expone. No obstante, la articulación con la política 
de juventud, se echa de menos.

“Artículo 6°. Reglamentación: El Gobierno 
nacional, a través del Ministerio de Educación 
Nacional, reglamentará lo pertinente para dar 
cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley”.

Como bien lo puso en evidencia la Política Marco 
de Convivencia y Seguridad Ciudadana, reglamentar 
lo consignado en el proyecto de ley constituye un 
esfuerzo intersectorial donde la articulación de 
toda la oferta pública es fundamental; incluyendo 
desde luego al Ministerio de Educación Nacional, 
pero involucrando además numerosas instancias 
adicionales como puedan ser Ministerio del 
Deporte, Ministerio de Cultura, Policía Nacional, 
Ministerio del Interior, Ministerio de Salud, ICBF, 
entre muchas otras.

Artículo 7°. Vigencia. La presente ley rige 
a partir de su promulgación y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias”.

a. MODIFICACIONES AL TEXTO EN EL TRAMITE DEL PROYECTO
 PONENCIA PARA PRIMER DEBATE COMISIÓN SEXTA:

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY 
PRESENTADO

TEXTO MODIFICACIONES AL 
PROYECTO DE LEY – PONENCIA 

PARA PRIMER DEBATE
JUSTIFICACIÓN

TÍTULO “Por medio del cual se fortalecen 
las capacidades de las comunidades edu-
cativas en prevención del consumo de sus-
tancias psicoactivas en las instituciones de 
educación básica y media del país”.

Sin modificación. Sin modificación

Artículo 1°. Objeto. La presente Ley tiene 
por objeto el fortalecimiento de las capaci-
dades de las comunidades educativas para 
la prevención del consumo de sustancias 
psicoactivas en los niños, niñas, adolescen-
tes y jóvenes.

Sin modificación Sin modificación.

Artículo 2°. Formación docente. El Minis-
terio de Educación Nacional coordinará las 
acciones necesarias para que las entidades 
territoriales certificadas en educación y los 
responsables de la formación a formadores, 
incluyan en los Planes Territoriales de For-
mación Docente (PTFD) procesos orienta-
dos al fortalecimiento de las competencias 
de docentes y orientadores para el desarro-
llo de procesos y estrategias pedagógicas 
basadas en evidencia que contribuyan a la 
prevención y aplicación de herramientas 
para el manejo del consumo de sustancias 
psicoactivas cuando se identifiquen casos 
en la población escolar, al cuidado y auto-
cuidado de los estudiantes, su desarrollo so-
cioemocional, la prevención de la discrimi-
nación y la estigmatización por consumo, 
con un enfoque de salud pública y según el 
ciclo de vida.

Artículo 2°. Formación docente. El Mi-
nisterio de Educación Nacional coordi-
nará las acciones necesarias para que 
las entidades territoriales certificadas en 
educación y los responsables de la forma-
ción a formadores, incluyan en los Pla-
nes Territoriales de Formación Docente 
– PTFD- procesos orientados al fortale-
cimiento de las competencias de docen-
tes y orientadores para el desarrollo de 
procesos y estrategias pedagógicas ba-
sadas en evidencia que contribuyan a la 
prevención y aplicación de herramientas 
para el manejo del consumo de sustan-
cias psicoactivas cuando se identifiquen 
casos en la población escolar, al cuidado 
y autocuidado de los estudiantes, su de-
sarrollo socioemocional, la prevención 
de la discriminación y la estigmatización 
por consumo, con un enfoque de salud 
pública y según el ciclo de vida.

Se elimina este artículo, siguiendo las re-
comendaciones técnicas y jurídicas esta-
blecidas por el Ministerio de Educación en 
Concepto que aporta para el presente pro-
yecto de ley, con número de radicado No. 
2024- EE-024515, en el que se recomienda 
“No continuar con el trámite legislativo 
del artículo 2° del proyecto de ley, en tan-
to que esta disposición podría vulnerar la 
autonomía de las entidades territoriales en 
la definición de sus Planes Territoriales de 
Formación Docente (PTFD)”.
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TEXTO DEL PROYECTO DE LEY 
PRESENTADO

TEXTO MODIFICACIONES AL 
PROYECTO DE LEY – PONENCIA 

PARA PRIMER DEBATE
JUSTIFICACIÓN

Parágrafo: El Gobierno nacional reglamen-
tará la celebración semestral de una Jornada 
de Capacitación a orientadores escolares en 
estrategias y herramientas para el desarrollo 
de competencias ciudadanas, socioemocio-
nales y de contención emocional, conforme 
a los lineamientos de las políticas naciona-
les, y a las disposiciones normativas vigen-
tes en la materia.

Parágrafo: El Gobierno nacional regla-
mentará la celebración semestral de una 
Jornada de Capacitación a orientadores 
escolares en estrategias y herramientas 
para el desarrollo de competencias ciuda-
danas, socioemocionales y de contención 
emocional, conforme a los lineamientos 
de las políticas nacionales, y a las disposi-
ciones normativas vigentes en la materia.

Artículo 3°. Construcción de Portafolio 
de Proyectos, Estrategias y Programas. 
Con el fin de contribuir a que los estable-
cimientos educativos puedan tener una 
mayor oferta de programas basados en la 
evidencia para implementarlos de acuer-
do con sus contextos particulares, los mi-
nisterios de Educación Nacional, Salud y 
Protección Social, Deporte, Justicia y del 
Derecho, crearán un Portafolio Nacional de 
Programas exitosos basados en la eviden-
cia científica en prevención del consumo de 
sustancias psicoactivas en escolares.

Parágrafo 1°. Ese Portafolio debe ser de pú-
blico conocimiento y obedecerá a criterios 
de calidad que deberán tener como base las 
políticas nacionales y los lineamientos de 
prevención del consumo de sustancias psi-
coactivas vigentes.

Parágrafo 2°. Modifíquese el Premio Na-
cional “Entidad Comprometida con la Pre-
vención del Consumo, Abuso y Adicción a 
las sustancias Psicoactivas”, al cual refiere 
el artículo 8 de la ley 1566 de 2012. Otór-
guese anualmente reconocimiento adicional 
en la categoría “Prevención en Entornos Es-
colares

Artículo 2°. Construcción de Portafolio 
de Proyectos, Estrategias y Programas. 
Con el fin de contribuir a que los estableci-
mientos educativos puedan tener una mayor 
oferta de programas basados en la evidencia 
para implementarlos de
acuerdo con sus contextos particulares, los
ministerios de Educación Nacional, Salud y
Protección Social, Deporte, Justicia y del 
Derecho,
el ICBF y con el apoyo de la Oficina de 
las Naciones Unidas para la Droga y el 
Delito (Unodc) y organizaciones exper-
tas en la prevención, crearán un Portafolio 
Nacional de Programas exitosos basados 
en la evidencia científica en prevención del 
consumo de sustancias psicoactivas en es-
colares.
Parágrafo. Este Portafolio deberá ser de pú-
blico conocimiento y obedecerá a criterios 
de calidad sustentados en las políticas na-
cionales, y los lineamientos de prevención 
del consumo de sustancias psicoactivas 
vigentes y los estándares de la Oficina de 
la Naciones Unidas para la Droga y el De-
recho (UNODC).
Parágrafo 2°. Modifíquese el Premio 
Nacional “Entidad Comprometida con 
la Prevención del Consumo, Abuso y 
Adicción a las sustancias Psicoactivas”, 
al cual refiere el artículo 8 de la ley 1566 
de 2012. Otórguese anualmente reconoci-
miento adicional en la categoría “Preven-
ción en Entornos Escolares

Se modifica la numeración por eliminación 
del artículo 2. 

Se mejora redacción y se incluyen las ex-
presiones (…) el ICBF y con el apoyo de 
la Oficina de las Naciones Unidas para la 
Droga y el Delito (Unodc) y organizacio-
nes expertas en la Prevención (…) 

(…) y los estándares de la Oficina de 
la Naciones Unidas para la Droga y el  
Derecho (Unodc) (…)

Se elimina el parágrafo 2°. 

Lo anterior, siguiendo las recomendacio-
nes técnicas y jurídicas establecidas por el 
Ministerio de Educación en Concepto que 
aporta para el presente proyecto de ley, con 
número de Radicado número 2024- EE-
024515.

Artículo 4° Fortalecimiento del involucra-
miento parental. Será necesario consolidar 
la alianza y el vínculo entre las escuelas y 
las familias como escenarios de participa-
ción y reflexión para fortalecer así, el acom-
pañamiento de las mismas en los procesos 
de desarrollo de los niños, niñas, adolescen-
tes y jóvenes. Esto no se restringe única-
mente al proceso de aprendizaje académico, 
sino a procesos de desarrollo integral, que 
involucran entre otros aspectos, la ciudada-
nía, la emocionalidad, las relaciones con los 
demás y con el entorno.

Artículo 3°. Fortalecimiento de las compe-
tencias parentales. Será necesario consoli-
dar la alianza y el vínculo entre las es-
cuelas y las familias como escenarios de 
participación y reflexión para fortalecer 
así, el acompañamiento de las mismas en 
los procesos de desarrollo de los niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes fortalecer 
el acompañamiento y la formación de com-
petencias parentales de monitoreo y cuida-
do, vínculo y afecto y acompañamiento al 
proceso educativo de niñas, niños y ado-
lescentes. Esto no se restringe únicamente 
al proceso de aprendizaje académico, sino 
a procesos de desarrollo integral, que invo-
lucran entre otros aspectos, la ciudadanía, 
la emocionalidad, las relaciones con los de-
más y con el entorno.

Se modifica la numeración por eliminación 
del artículo 2°. 

Se cambia la redacción y se incluye la ex-
presión (…) fortalecer el acompañamiento 
y la formación de competencias parentales 
de monitoreo y cuidado, vínculo y afecto y 
acompañamiento al proceso educativo de 
niñas, niños y adolescentes (…)

Lo anterior, siguiendo las recomendacio-
nes técnicas y jurídicas establecidas por el 
Ministerio de Educación en Concepto que 
aporta para el presente proyecto de ley, con 
número de radicado No. 2024- EE-024515.
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TEXTO DEL PROYECTO DE LEY 
PRESENTADO

TEXTO MODIFICACIONES AL 
PROYECTO DE LEY – PONENCIA 

PARA PRIMER DEBATE
JUSTIFICACIÓN

Artículo 5°. Promoción del deporte y las 
artes. El Ministerio del Deporte, el Ministe-
rio de Cultura, el Ministerio de Salud y Pro-
tección Social y el Ministerio de Educación 
Nacional, en el marco de la “Comisión Na-
cional Intersectorial para la coordinación y 
orientación superior del fomento, desarrollo 
y medición del impacto de la actividad físi-
ca” (Coniaf), diseñarán una estrategia para 
fortalecer las capacidades de los docentes 
desde la educación inicial hasta la educa-
ción media, para el fomento de la recrea-
ción, el deporte, así como de la actividad 
física y la educación artística, como medio 
de prevención del consumo de sustancias 
psicoactivas.

Artículo 4°. Promoción del deporte y las 
artes.

El Ministerio del Deporte, el Ministerio 
de las Culturas, las Artes y los Saberes, 
el Ministerio de Salud y Protección Social 
y el Ministerio de Educación Nacional, en 
el marco de la “Comisión Nacional Inter-
sectorial para la coordinación y orientación 
superior del fomento, desarrollo y medición 
del impacto de la actividad física” (Coniaf), 
diseñarán una estrategia para fortalecer las 
capacidades de los docentes desde la educa-
ción inicial hasta la educación media, para 
el fomento de la educación física, recrea-
ción y deporte y la educación artística y 
cultura, como medio de prevención del 
consumo de sustancias psicoactivas con-
forme a las orientaciones curriculares, 
como mecanismo de prevención del uso y 
abuso de sustancias psicoactivas.

Se modifica la numeración por eliminación 
del artículo 2°. 

Se cambia la redacción y se incluye las ex-
presiones 

(…) las Culturas, las Artes y los Saberes 
(…)

(…) y la educación artística y cultura (…) 

(…) conforme a las orientaciones curri-
culares, como mecanismo de prevención 
del uso y abuso de sustancias psicoactivas 
(…)

Lo anterior, siguiendo las recomendacio-
nes técnicas y jurídicas establecidas por el 
Ministerio de Educación en Concepto que 
aporta para el presente proyecto de ley, con 
número de radicado No. 2024- EE-024515.

Artículo 6°. Apoyo a iniciativas de parti-
cipación juveniles comunitarias en pre-
vención del consumo de sustancias psi-
coactivas. El Gobierno nacional gestionará 
con Organizaciones No Gubernamentales 
y con el sector privado, el apoyo y acom-
pañamiento a aquellas iniciativas de par-
ticipación de adolescentes y jóvenes que 
contribuyan a la prevención del consumo 
de sustancias psicoactivas.

Parágrafo. Dentro de los seis meses poste-
riores a la promulgación de la presente ley, 
el Gobierno nacional actualizará la Políti-
ca Nacional de Juventud, incorporando la 
prevención y mitigación del consumo de 
sustancias psicoactivas en entornos educa-
tivos, de acuerdo con los dispuesto en la 
presente ley, con las políticas nacionales y 
demás lineamientos normativos vigentes en 
la materia.

Artículo 5°. Apoyo a iniciativas de parti-
cipación juvenil y comunitarias en preven-
ción del consumo de sustancias psicoacti-
vas. El Gobierno nacional gestionará con 
Organizaciones No Gubernamentales, de 
la sociedad civil o con el sector privado, 
el apoyo y acompañamiento a aquellas ini-
ciativas de participación de adolescentes y 
jóvenes que contribuyan a la prevención del 
consumo de sustancias psicoactivas.

Parágrafo. Dentro de los seis meses pos-
teriores a la promulgación de la presente 
ley, el Gobierno nacional actualizará la 
Política Nacional de Juventud, incor-
porando la prevención y mitigación del 
consumo de sustancias psicoactivas en 
entornos educativos, de acuerdo con los 
dispuesto en la presente ley, con las po-
líticas nacionales y demás lineamientos 
normativos vigentes en la materia.

Se modifica la numeración por eliminación 
del artículo 2°. 

Se cambia la redacción y se incluye las ex-
presiones 

(…) las Culturas, las Artes y los Saberes 
(…)

(…) y la educación artística y cultura (…) 

(…) conforme a las orientaciones curri-
culares, como mecanismo de prevención 
del uso y abuso de sustancias psicoactivas 
(…)

Lo anterior, siguiendo las recomendacio-
nes técnicas y jurídicas establecidas por el 
Ministerio de Educación en Concepto que 
aporta para el presente proyecto de ley, con 
número de Radicado número 2024- EE-
024515.

Artículo 7°. Día de la Prevención al consu-
mo de Sustancias Psicoactivas. El Ministe-
rio de Educación Nacional determinará un 
día específico en el calendario escolar, para 
que las entidades certificadas en educación 
promuevan dentro de los establecimientos 
educativos actividades encaminadas a pre-
venir el consumo de sustancias psicoacti-
vas, en el marco del Día Mundial de Pre-
vención de las Adicciones.

Artículo 7°. Día de la Prevención al con-
sumo de Sustancias Psicoactivas. El Mi-
nisterio de Educación Nacional determi-
nará un día específico en el calendario 
escolar, para que las entidades certifica-
das en educación promuevan dentro de 
los establecimientos educativos activida-
des encaminadas a prevenir el consumo 
de sustancias psicoactivas, en el marco 
del Día Mundial de Prevención de las 
Adicciones.

Se modifica la numeración por eliminación 
del artículo 2°. 

Se elimina este artículo, siguiendo las re-
comendaciones técnicas y jurídicas esta-
blecidas por el Ministerio de Educación en 
Concepto que aporta para el presente pro-
yecto de ley, con número de radicado No. 
2024- EE-024515, en el que se recomienda: 
“No continuar con el trámite legislativo del 
artículo 7° de la iniciativa legislativa, te-
niendo en cuenta que la evidencia sugiere 
un impacto limitado de este tipo de activi-
dades en contextos específicos, según estu-
dios de consumo de sustancias psicoactivas 
y estándares internacionales de prevención 
(UNODC, 2017).”

Artículo 8°. Reglamentación. El Gobierno 
nacional reglamentará lo pertinente para 
dar cumplimiento a lo dispuesto en la pre-
sente ley.

Artículo 6°. Reglamentación. El Gobierno 
nacional reglamentará lo pertinente para 
dar cumplimiento a lo dispuesto en la pre-
sente ley.

Se modifica la numeración por eliminación 
del artículo 2° y el artículo 7°.

Artículo 9°. Vigencia. La presente ley rige 
a partir de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias.

Artículo 7°. Vigencia. La presente ley rige 
a partir de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias.

Se modifica la numeración por eliminación 
del artículo 2° y artículo 7°.
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- TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE DE LA COMISIÓN SEXTA DE 

CÁMARA 

(INCLUYE PROPOSICIONES Y TEXTO DE PROPUESTO PARA PONENCIA DE 

SEGUNDO DEBATE) 

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY 
PRESENTADO EN PONENCIA DE 

PRIMER DEBATE

TEXTO MODIFICACIONES AL PRO-
YECTO DE LEY – APROBADO EN 
PRIMER DEBATE Y PONENCIA 

PARA SEGUNDO DEBATE 

JUSTIFICACIÓN 

TÍTULO “por medio del cual se fortalecen 
las capacidades de las comunidades edu-
cativas en prevención del consumo de sus-
tancias psicoactivas en las instituciones de 
educación básica y media del país”

Sin modificación. Sin modificación

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene 
por objeto el fortalecimiento de las capaci-
dades de las comunidades educativas para 
la prevención del consumo de sustancias 
psicoactivas en los niños, niñas, adolescen-
tes y jóvenes.

Sin modificación Sin modificación.

Artículo 2°. Construcción de Portafolio de 
Proyectos, estrategias y programas. Con el 
fin de contribuir a que los establecimientos 
educativos puedan tener una mayor oferta 
de programas basados en la evidencia para 
implementarlos de acuerdo con sus con-
textos particulares, los ministerios de edu-
cación nacional, salud y protección social, 
deporte, justicia y del derecho, el ICBF y 
con el apoyo de la oficina de las naciones 
unidas para la droga y el delito (UNODC) 
y organizaciones expertas en la prevención, 
crearán un portafolio nacional de progra-
mas exitosos basados en la evidencia cien-
tífica en prevención del consumo de sustan-
cias psicoactivas en escolares.  

 
parágrafo. este portafolio deberá ser de pú-
blico conocimiento y obedecerá a criterios 
de calidad sustentados en las políticas na-
cionales, los lineamientos de prevención 
del consumo de sustancias psicoactivas 
vigentes y los estándares de la oficina de 
las naciones unidas para la droga y el delito 
(UNODC).

Artículo 2°. Construcción de portafolio de 
proyectos, Estrategias y programas. Con el 
fin de contribuir a que los establecimientos 
educativos puedan tener una mayor oferta 
de programas basados en la evidencia para 
implementarlos de acuerdo con sus con-
textos particulares, los ministerios de edu-
cación nacional, salud y protección social, 
deporte, justicia y del derecho, el ICBF y 
con el apoyo de la oficina de las naciones 
unidas para la droga y el Delito (UNODC) 
y organizaciones expertas en la prevención, 
crearán un portafolio nacional de progra-
mas exitosos basados en la evidencia cien-
tífica en prevención del consumo de sustan-
cias psicoactivas reguladas, no reguladas o 
ilegales en escolares.  Este portafolio hará 
especial énfasis en aquellas sustancias psi-
coactivas que más prevalencia de consumo 
y acceso tiene en niños, niñas y adolescen-
tes.

Parágrafo. Este portafolio deberá ser de 
público conocimiento y obedecerá a crite-
rios de calidad sustentados en las políticas 
nacionales, los lineamientos de prevención 
del consumo de sustancias psicoactivas 
vigentes, así como yl os estándares linea-
mientos de la oficina de las naciones unidas 
para la droga y el Delito (UNODC) y los 
estándares de la organización mundial de la 
salud (OMS)de las naciones unidas.

Texto modificado de acuerdo con proposi-
ciones avaladas presentadas por el coordi-
nador ponente y el Honorable Representan-
te Daniel Carvalho en primer debate del 21 
de mayo de 2024.

Artículo 3°. Fortalecimiento de las com-
petencias parentales. Será necesario for-
talecer el acompañamiento y la formación 
de competencias parentales de monitoreo 
y cuidado, vínculo y afecto y acompaña-
miento al proceso educativo de niñas, niños 
y adolescentes. Esto no se restringe única-
mente al proceso de aprendizaje académico, 
sino a procesos de desarrollo integral, que 
involucran entre otros aspectos, la ciudada-
nía, la emocionalidad, las relaciones con los 
demás y con el entorno.

Sin modificación. Sin modificación.
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TEXTO DEL PROYECTO DE LEY 
PRESENTADO EN PONENCIA DE 

PRIMER DEBATE

TEXTO MODIFICACIONES AL PRO-
YECTO DE LEY – APROBADO EN 
PRIMER DEBATE Y PONENCIA 

PARA SEGUNDO DEBATE 

JUSTIFICACIÓN 

Artículo 4°. Promoción del deporte y las 
artes. El ministerio del deporte, el ministe-
rio de las culturas, las artes y los saberes, 
el ministerio de salud y protección social y 
el ministerio de educación nacional, en el 
marco de la “comisión nacional intersecto-
rial para la coordinación y orientación supe-
rior del fomento, desarrollo y medición del 
impacto de la actividad física” (CONIAF), 
diseñarán una estrategia para fortalecer las 
capacidades de los docentes desde la edu-
cación inicial hasta la educación media, 
para el fomento de la educación física, re-
creación y deporte y la educación artística 
y cultura conforme a las orientaciones cu-
rriculares, como mecanismo de prevención 
del uso y abuso de sustancias psicoactivas.

Sin modificación Sin modificación.

Artículo 5°. Apoyo a iniciativas de parti-
cipación juvenil y comunitarias en preven-
ción del consumo de sustancias psicoacti-
vas. El gobierno nacional gestionará con 
organizaciones no gubernamentales, de la 
sociedad civil o con el sector privado, el 
apoyo y acompañamiento a aquellas ini-
ciativas de participación de adolescentes y 
jóvenes que contribuyan a la prevención del 
consumo de sustancias psicoactivas.

Artículo 5°. Apoyo a iniciativas de parti-
cipación juvenil y comunitarias en preven-
ción del consumo de sustancias psicoacti-
vas. El gobierno nacional gestionará con 
organizaciones no gubernamentales, de la 
sociedad civil o con el sector privado, el 
apoyo y acompañamiento a aquellas ini-
ciativas de participación de adolescentes y 
jóvenes que contribuyan a la prevención del 
consumo de sustancias psicoactivas.

Parágrafo: las iniciativas de participación 
juvenil y comunitarias en prevención del 
consumo de sustancias psicoactivas tendrán 
un enfoque de salud pública como lo esti-
pula el punto 4.2 del acuerdo final de paz 
(programas de prevención del consumo y 
salud pública), у tendrán un componente 
pedagógico a través de campañas gestiona-
das y difundidas en articulación con el sis-
tema de medios públicos (RTVC) y la radio 
comunitaria en las regiones

Texto modificado de acuerdo con proposi-
ción avalada presentadas por el honorable 
Representante Pedro Baracutao García en 
primer debate del 21 de mayo de 2024.

Artículo 6°. Reglamentación. El Gobierno 
nacional reglamentará lo pertinente para 
dar cumplimiento a lo dispuesto en la pre-
sente ley.

Sin modificación. Sin modificación.

Artículo 7°. Vigencia. la presente ley rige 
a partir de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias.

sin modificación. sin modificación.

IV. IMPACTO FISCAL
El artículo 7°, de la Ley 819, de 2003, “por la 

cual se dictan normas orgánicas en materia de 
presupuesto, responsabilidad y transparencia fiscal 
y se dictan otras disposiciones”, determina que en 
la exposición de motivos y en las ponencias de los 
proyectos de ley se debe hacer explícito el costo 
fiscal que se genera por el gasto ordenado o por el 
otorgamiento de beneficios tributarios, que debe ser 
compatible con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, 
al mismo tiempo que debe señalar la fuente de 
financiación de dicho costo. 

Ahora bien, en cumplimiento a la disposición 
referida, se deja de manifiesto que, el gasto de que 
tratan algunos artículos, no se impone u ordena, sino 

que se autoriza, para que el Gobierno incorpore dentro 
del Presupuesto General de la Nación y/o impulse 
a través del sistema nacional de cofinanciación las 
apropiaciones requeridas para dar cumplimiento a lo 
allí estipulado.

Frente a este acápite es importante manifestar que 
la Corte Constitucional le ha reconocido al Congreso 
de la República la facultad que tiene para aprobar 
proyectos de ley que comporten gasto público, 
siempre y cuando no se imponga su ejecución, sino 
que se faculte al Gobierno para incluir las partidas 
correspondientes en el Presupuesto General de la 
Nación, en los siguientes términos:  

“La jurisprudencia ha indicado que tanto el 
Congreso de la República como el Gobierno nacional 
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poseen iniciativa en materia de gasto público. El 
Congreso está facultado para presentar proyectos 
que comporten gasto público, pero la inclusión de 
las partidas presupuestales en el presupuesto de 
gastos es facultad exclusiva del Gobierno. También ha 
indicado que el legislador puede autorizar al Gobierno 
nacional para realizar obras en las entidades territoriales, 
siempre y cuando en las normas respectivas se establezca 
que el desembolso procede a través del sistema de 
cofinanciación8”. 

Además, téngase en cuenta que, para la Honorable 
Corte Constitucional9, el análisis del impacto fiscal de las 
normas, en el cuerpo del proyecto de ley, no es requisito 
sine qua non para su trámite legislativo, ni debe ser una 
barrera para que el congreso ejerza sus funciones, ni crea 
un poder de veto legislativo en cabeza del ministro de 
Hacienda; es más, hacer el análisis del impacto fiscal 
no recae únicamente en el legislador, sobre este punto 
establecido su análisis de la siguiente manera: 

(…) el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 
7º de la Ley 819 de 2003 corresponde al congreso, pero 
principalmente al ministro de hacienda y crédito público, 
en tanto que “es el que cuenta con los datos, los equipos 
de funcionarios y la experticia en materia económica. 
Por lo tanto, en el caso de que los congresistas tramiten 
un proyecto incorporando estimativos erróneos sobre 
el impacto fiscal, sobre la manera de atender esos 
nuevos gastos o sobre la compatibilidad del proyecto 
con el marco fiscal de mediano plazo, le corresponde al 
ministro de hacienda intervenir en el proceso legislativo 
para ilustrar al congreso acerca de las consecuencias 
económicas del proyecto (…)10.

Subrayado fuera de texto. 
Lo anterior significa que, en cualquier momento 

del trámite legislativo, el ministro de hacienda y 
crédito público podrá ilustrarle a este congreso las 
consecuencias económicas del presente proyecto de ley, 
ya sea de manera oficiosa o a petición; toda vez que, 
de acuerdo con el proceso de racionalidad legislativa, la 
carga principal del análisis de impacto fiscal reposa en 
esta cartera por contar con los datos, los equipos de 
funcionarios y la experticia en materia económica; 
esto sin desconocer que el trámite del proyecto 
no se viciaría si no se llegase a contar con tal 
pronunciamiento por parte de hacienda11.  

8 Corte Constitucional. Sentencia C - 411 de 2009. Ma-
gistrado Ponente: Juan Carlos Henao Pérez. Recu-
perada de: https://www.corteconstitucional.gov.co/
RELATORIA/2009/C-441-09.htm

9 Corte Constitucional. Sentencia C-507 de 2008. Ma-
gistrado Ponente: Jaime Córdoba Triviño. Recupe-
rada de: https://www.corteconstitucional.gov.co/
relatoria/2008/C-507-08.htm

10 Corte Constitucional. Sentencia C-866 de 2010. Ma-
gistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. Re-
cuperada de: https://www.corteconstitucional.gov.co/
RELATORIA/2010/C-866-10.htm

11 Corte Constitucional. Sentencia C-502 de 2007. Ma-
gistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa. Re-
cuperada de: https://www.corteconstitucional.gov.co/
relatoria/2007/c-502-07.htm

V. CONFLICTO DE INTERESES
Teniendo en cuenta el artículo 3° de la Ley 2003 

de 2019, “por la cual se modifica parcialmente la 
Ley 5ª de 1992”, y de conformidad con el artículo 
286 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 
1 de la Ley 2003 de 2019, el cual establece que: 

“Artículo 286. Régimen de conflicto de interés 
de los congresistas. Todos los congresistas deberán 
declarar los conflictos De intereses que pudieran 
surgir en ejercicio de sus funciones. Se entiende 
como conflicto de interés una situación donde la 
discusión o votación de un proyecto de ley o acto 
legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio 
particular, actual y directo a favor del congresista.

 a) Beneficio particular: aquel que otorga 
un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina 
obligaciones a favor del congresista de las que 
no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique 
normas que afecten investigaciones penales, 
disciplinarias, fiscales o administrativas a las 
que se encuentre formalmente vinculado. 

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente 
se configura en las circunstancias presentes 
y existentes al momento en el que el 
congresista participa de la decisión. 

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de 
forma específica respecto del congresista, 
de su cónyuge, compañero o compañera 
permanente, o parientes dentro del segundo 
grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad o primero civil. 

(…)”.
Igualmente, El Consejo de Estado en su sentencia 

02830 del 16 de julio de 2019, determinó: 
“No cualquier interés configura la causal de 

desinvestidura en comento, pues se sabe que sólo lo 
será aquél del que se pueda predicar que es directo, 
esto es, que per se, el alegado beneficio, provecho 
o utilidad encuentre su fuente en el asunto que fue 
conocido por el legislador; particular, que el mismo 
sea específico o personal, bien para el congresista o 
quienes se encuentren relacionados con él; y actual 
o inmediato, que concurra para el momento en que 
ocurrió la participación o votación del congresista, 
lo que excluye sucesos contingentes, futuros o 
imprevisibles…”. 

Bajo este marco, se considera que la discusión 
y aprobación del presente Proyecto de Ley, a pesar 
de su carácter general y extenso en la materia que 
trata, podría crear conflictos de interés en tanto al 
congresista o pariente dentro de los grados de ley 
sea beneficiario con los términos dispuestos en la 
presente ley. En este sentido, es importante subrayar 
que la descripción de los posibles conflictos de 
interés que se puedan presentar frente al trámite o 
votación de la iniciativa, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 291 de la Ley 5 de 1992 modificado 
por la Ley 2003 de 2019, no exime al Congresista 
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de identificar causales adicionales en las que pueda 
estar inmerso.

VI. PROPOSICIÓN
En relación con los puntos anteriormente 

expuestos y dada la importancia que esta iniciativa 
legislativa reviste, en mi calidad de coordinador 
ponente, presento ponencia positiva y pongo en 
consideración de los honorables miembros de la 
Plenaria de la Cámara de Representantes debatir y 
aprobar en Segundo Debate el Proyecto de Ley 088 
de 2023 Cámara, por  medio del cual se fortalecen 
las capacidades de las comunidades educativas en 
prevención del consumo de sustancias psicoactivas 
en las instituciones de educación básica y media del 
país.

Atentamente,

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO 
DEBATE:

PROYECTO DE LEY NÚMERO 088 DE 2023 
CÁMARA.

por medio del cual se fortalecen las capacidades 
de las comunidades educativas en prevención 
del consumo de sustancias psicoactivas en las 

instituciones de educación básica y media del país.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto el fortalecimiento de las capacidades de las 
comunidades educativas para la prevención del 
consumo de sustancias psicoactivas en los niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes.

Artículo 2°. Construcción de Portafolio de 
Proyectos, Estrategias y Programas. Con el fin de 
contribuir a que los establecimientos educativos 
puedan tener una mayor oferta de programas basados 
en la evidencia para implementarlos de acuerdo 
con sus contextos particulares, los ministerios de 
Educación Nacional, Salud y Protección Social, 
Deporte, Justicia y del Derecho, el ICBF y con el 
apoyo de la Oficina de las Naciones Unidas para 
la Droga y el Delito (Unodc) y organizaciones 
expertas en la prevención, crearán un Portafolio 
Nacional de Programas exitosos basados en la 
evidencia científica en prevención del consumo de 
sustancias psicoactivas reguladas, no reguladas o 
ilegales en escolares.  Este portafolio hará especial 
énfasis en aquellas sustancias psicoactivas que más 
prevalencia de consumo y acceso tiene en niños, 
niñas y adolescentes.

Parágrafo. Este Portafolio deberá ser de 
público conocimiento y obedecerá a criterios de 
calidad sustentados en las políticas nacionales, 

los lineamientos de prevención del consumo de 
sustancias psicoactivas vigentes, así como los 
lineamientos de la Oficina de la Naciones Unidas 
para la Droga y el Delito (Unodc) y los estándares 
de la Organización Mundial de la Salud (OMS) de 
las Naciones Unidas.

Artículo 3°. Fortalecimiento de las competencias 
parentales. Será necesario fortalecer el acompañamiento 
y la formación de competencias parentales de monitoreo 
y cuidado, vínculo y afecto y acompañamiento al 
proceso educativo de niñas, niños y adolescentes. Esto 
no se restringe únicamente al proceso de aprendizaje 
académico, sino a procesos de desarrollo integral, 
que involucran entre otros aspectos, la ciudadanía, la 
emocionalidad, las relaciones con los demás y con el 
entorno.

Artículo 4°. Promoción del deporte y las artes. El 
Ministerio del Deporte, el Ministerio de las Culturas, 
las Artes y los Saberes, el Ministerio de Salud y 
Protección Social y el Ministerio de Educación 
Nacional, en el marco de la “Comisión Nacional 
Intersectorial para la coordinación y orientación 
superior del fomento, desarrollo y medición del 
impacto de la actividad física” (Coniaf), diseñarán 
una estrategia para fortalecer las capacidades de 
los docentes desde la educación inicial hasta la 
educación media, para el fomento de la educación 
física, recreación y deporte y la educación artística 
y cultura conforme a las orientaciones curriculares, 
como mecanismo de prevención del uso y abuso de 
sustancias psicoactivas.

Artículo 5°. Apoyo a iniciativas de participación 
juvenil y comunitarias en prevención del consumo 
de sustancias psicoactivas. El Gobierno nacional 
gestionará con Organizaciones No Gubernamentales, 
de la sociedad civil o con el sector privado, el 
apoyo y acompañamiento a aquellas iniciativas 
de participación de adolescentes y jóvenes que 
contribuyan a la prevención del consumo de 
sustancias psicoactivas. 

Parágrafo: Las iniciativas de participación 
juvenil y comunitarias en prevención del consumo 
de sustancias psicoactivas tendrán un enfoque de 
salud pública como lo estipula el punto 4.2 del 
Acuerdo Final de Paz (Programas de Prevención del 
Consumo y Salud Pública), у tendrán un componente 
pedagógico a través de campañas gestionadas y 
difundidas en articulación con el Sistema de Medios 
Públicos (RTVC) y la radio comunitaria en las 
regiones

Artículo 6°. Reglamentación. El Gobierno 
nacional reglamentará lo pertinente para dar 
cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley.

Artículo 7°. Vigencia. La presente ley rige 
a partir de su promulgación y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias.

Atentamente,
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TEXTO APROBADO EN PRIMER 
DEBATE POR LA COMISIÓN SEXTA 

CONSTITUCIONAL PERMANENTE DE 
LA CÁMARA DE REPRESENTANTES EN 

SESIÓN DEL DÍA VEINTIUNO (21) DE 
MAYO DE 2024, AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 088 DE 2023 CÁMARA

por medio del cual se fortalecen las capacidades 
de las comunidades educativas en prevención 
del consumo de sustancias psicoactivas en las 

instituciones de educación básica y media del país.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto. La presente Ley tiene por 

objeto el fortalecimiento de las capacidades de las 
comunidades educativas para la prevención del 
consumo de sustancias psicoactivas en los niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes.

Artículo 2°. Construcción de Portafolio de 
Proyectos, Estrategias y Programas. Con el fin de 
contribuir a que los establecimientos educativos 
puedan tener una mayor oferta de programas basados 
en la evidencia para implementarlos de acuerdo 
con sus contextos particulares, los ministerios de 
Educación Nacional, Salud y Protección Social, 
Deporte, Justicia y del Derecho, el ICBF y con el 
apoyo de la Oficina de las Naciones Unidas para 
la Droga y el Delito (UNODC) y organizaciones 
expertas en la prevención, crearán un Portafolio 
Nacional de Estrategias y Programas exitosos 
basados en la evidencia científica en prevención del 
consumo de sustancias psicoactivas reguladas, no 
reguladas o ilegales, en escolares. Este portafolio 
hará especial énfasis en aquellas sustancias 
psicoactivas que más prevalencia de consumo y 
acceso tiene en niños, niñas y adolescentes.

Parágrafo. Este Portafolio deberá ser de 
público conocimiento y obedecerá a criterios de 
calidad sustentados en las políticas nacionales, 
los lineamientos de prevención del consumo de 
sustancias psicoactivas vigentes y los lineamientos 
de la Oficina de la Naciones Unidas para la Droga y 
el Delito (Unodc) y los estándares de la Organización 
Mundial de salud (OMS) de las Naciones Unidas.

Artículo 3º. Fortalecimiento de las 
competencias parentales. Será necesario fortalecer 
el acompañamiento y la formación de competencias 
parentales de monitoreo y cuidado, vínculo y afecto 
y acompañamiento al proceso educativo de niñas, 
niños y adolescentes. Esto no se restringe únicamente 
al proceso de aprendizaje académico, sino a 
procesos de desarrollo integral, que involucran entre 
otros aspectos, la ciudadanía, la emocionalidad, las 
relaciones con los demás y con el entorno.

Artículo 4º. Promoción del deporte y las artes. El 
Ministerio del Deporte, el Ministerio de las Culturas, 
las Artes y los Saberes, el Ministerio de Salud y 
Protección Social y el Ministerio de Educación 
Nacional, en el marco de la “Comisión Nacional 
Intersectorial para la coordinación y orientación 

superior del fomento, desarrollo y medición del 
impacto de la actividad física (Coniaf), diseñarán 
una estrategia para fortalecer las capacidades de 
los docentes desde la educación inicial hasta la 
educación media, para el fomento de la educación 
física, recreación y deporte y la educación artística 
y cultura conforme a las orientaciones curriculares, 
como mecanismo de prevención del uso y abuso de 
sustancias psicoactivas.

Artículo 5º. Apoyo a iniciativas de participación 
juvenil y comunitarias en prevención del consumo 
de sustancias psicoactivas. El Gobierno nacional 
gestionará con Organizaciones No Gubernamentales, 
de la sociedad civil o con el sector privado, el 
apoyo y acompañamiento a aquellas iniciativas 
de participación de adolescentes y jóvenes que 
contribuyan a la prevención del consumo de 
sustancias psicoactivas.

Parágrafo. Las iniciativas de participación 
juvenil y comunitarias en prevención de consumo 
de sustancias psicoactivas tendrán un enfoque de 
salud pública como lo estipula el punto 4.2 del 
Acuerdo Final de Paz (Programas de Prevención del 
Consumo y salud Publica), y tendrán un componente 
pedagógico a través de campañas gestionadas y 
difundidas en articulación con el Sistema de Medios 
Públicos (RTVC) y la radio comunitaria en las 
regiones.

Artículo 6º. Reglamentación. El Gobierno 
nacional reglamentará lo pertinente para dar 
cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley.

Artículo 7º. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.
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* * *

INFORME DE PONENCIA POSITIVA 
PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 093 DE 2023 CÁMARA

por medio de la cual se amplía el término de la 
vigencia de las licencias de conducción para 

vehículos de servicio de transporte público y se 
incentiva el buen comportamiento en seguridad 

vial.
Bogotá, D. C., 6 de septiembre 2024
Representante
HERNANDO GONZÁLEZ
Presidente
Comisión Sexta 
Cámara de Representantes
Ciudad
Asunto: Informe de Ponencia Segundo Debate 

al Proyecto de Ley número 093 de 2023 Cámara.
Respetado Presidente,
En los términos de los artículos 150 y 153 de la 

Ley 5ª de 1992, y en cumplimiento de la designación 
realizada por la Mesa Directiva de la Comisión 
Sexta de la Cámara de Representantes, me permito 
presentar informe de ponencia positiva para 
segundo debate del Proyecto de Ley número 
093 de 2023 Cámara “por medio de la cual se 
amplía el término de la vigencia de las licencias de 
conducción para vehículos de servicio de transporte 
público y se incentiva el buen comportamiento en 
seguridad vial”, con el fin de iniciar con el trámite 
correspondiente y cumplir con las exigencias 
dictadas por la Constitución y la ley.

Cordialmente, 

CONTENIDO
1. OBJETO PROYECTO DE LEY
2. ANTECEDENTES 
3.  JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO DE  

 LEY
4.  FUNDAMENTOS NORMATIVOS
5.  COMPETENCIA DEL CONGRESO
6.  IMPACTO FISCAL
7.  CONFLICTO DE INTERES
8.  PLIEGO DE MODIFICACIONES
9.  PROPOSICIÓN

INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA 
SEGUNDO DEBATE EN LA COMISIÓN 

SEXTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE 
DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES 

DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
DE COLOMBIA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMER 093 DE 2023 CÁMARA
1. OBJETO
El presente proyecto de ley tiene como objeto 

ampliar los términos de la vigencia de las licencias 
de conducción para vehículos de servicios de 
transporte público de los que trata el inciso 2° del 
artículo 22 y de la Ley 769 de 2002 “por la cual se 
expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se 
dictan otras disposiciones”.

Esta iniciativa legislativa también busca fijar 
criterios que otorguen beneficios económicos para 
el trámite de renovación de licencias del que trata 
el artículo 23 de la misma Ley para los conductores 
de vehículos de servicio público que presenten buen 
comportamiento en seguridad vial.

2. ANTECEDENTES
Realizando una revisión de los proyectos de Ley 

en materia de licencia de conducción radicados ante el 
Senado y la Cámara de Representantes del Congreso 
de la República dentro de los últimos 12 años, se 
encontró que ninguna de las iniciativas ha estado 
encaminada a ampliar los términos de la vigencia de 
las licencias de conducción que atañe este proyecto 
de Ley; tampoco existe evidencia de alguno que 
haya pretendido otorgar beneficios económicos para 
el trámite de renovación de licencias como incentivo 
por el buen comportamiento en seguridad vial. 

Por su parte, las iniciativas en su mayoría han 
estado encaminadas a regular las licencias de 
conducción para motocicletas, la cancelación o 
suspensión de las licencias de conducción o lo 
correspondiente a la licencia de conducción por 
puntos tal es el caso de algunas iniciativas como: 

Proyecto de Ley número 237 de 2021 Cámara, 
por medio de la cual se modifica la ley 769 de 2002, 
y se adicionan nuevas causales de suspensión y 
cancelación de la licencia de conducción. 

Proyecto de Ley número 204 de 2019 Senado, 
por medio de la cual se modifican los artículos 
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26 y 124 de la Ley 769 de 2002 y se dictan otras 
disposiciones.

Proyecto de Ley número 307 de 2018 Cámara, 
por medio de la cual se modifica parcialmente la 
Ley 769 de 2002 y se dictan otras disposiciones. 

Proyecto de Ley número 147 de 2016 Senado 
Por medio de la cual se modifica parcialmente la 
Ley 769 de 2002 y se dictan otras disposiciones.

Proyecto de Ley número 186 de 2012 Cámara, 
por medio de la cual, se modifican algunos artículos 
de la Ley 769 de 2002, modificada por la Ley 1383 
de 2010, se crea la licencia de conducción por 
puntos y se dictan otras disposiciones. 

Proyecto de Ley número 208 de 2011 Cámara, 
por la cual se establece en Colombia el sistema 
de puntos en la licencia de conducción, la figura 
del defensor del conductor, y se dictan otras 
disposiciones.

3. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO
La licencia de conducción de conformidad con el 

artículo 2° de la Ley 769 de 2002- Código Nacional 
de Tránsito Terrestre es aquel “Documento público 
de carácter personal e intransferible expedido 
por autoridad competente, el cual autoriza a una 
persona para la conducción de vehículos con validez 
en todo el territorio nacional”.

El artículo 18 de la misma Ley, dio las primeras 
luces de la diferenciación entre licencias para 
conductor de servicio público y particular; en virtud 
de lo anterior, el artículo 20 ordenó al Ministerio de 
Transporte definir mediante resolución las categorías 
de licencias de conducción. Fue así como, mediante 
la expedición de la Resolución 1500 de 2005 del 
Ministerio de Transporte, en su artículo 3° fijó la 
clasificación de las mismas y en los dos artículos 
subsiguientes, categorizó dichas licencias para 
vehículos automotores de servicio particular o de 
servicio público. 

En lo que atañe a este proyecto de ley, las 
licencias de conducción para servicio público están 
categorizadas así: 

CATEGORÍA TIPO DE VEHÍCULO
C1 Para la conducción de automóviles, camperos, 

camionetas y microbuses.
C2 Para la conducción de camiones rígidos, bu-

setas y buses.
C3 Para la conducción de vehículos articulados.

En cuanto a la normatividad que rige la materia, 
los antecedentes normativos de manera sucinta son 
los siguientes:

NORMA MODIFICACIONES INTRODUCIDAS
Ley 769 de 2002 Estableció en el artículo 22 del texto original, una vi-

gencia de tres (3) años para las licencias de conduc-
ción para servicio de transporte público para menores 
de 65 años y de un (1) año para mayores de 65 años.

NORMA MODIFICACIONES INTRODUCIDAS
Ley 1383 de 2010 Modifica la norma anterior a través del artículo 6, in-

troduciendo los siguientes cambios: 

i) Disminución de la edad de 65 a 60 años para la re-
novación de la licencia de conducción con vigencia de 
un (1) año. 

ii) Fija el requisito de paz y salvo por concepto de pago 
de multas por infracciones a las normas de tránsito, de-
bidamente ejecutoriadas para su renovación.

A través del parágrafo 1° del artículo 75 del texto original de la Ley 1437 
de 2011 (CPACA) se otorgaron facultades extraordinarias al presidente de 
la República para expedir normas con fuerza de ley para suprimir o reformar 
regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Admi-
nistración Pública. Este artículo fue modificado por el artículo 75 de la Ley 
1474 de 2011 y posteriormente derogado por el Decreto Ley 2106 de 2019.
Decreto 19 de 2012 En virtud de las facultades extraordinarias otorgadas 

como política anti trámites a través del artículo 75 de 
la Ley 1437 de 2011 (hoy derogado), el entonces Presi-
dente de la República expidió el Decreto 19 de 2012 y 
en su artículo 197, fijó el término vigente a la fecha que 
corresponde a: tres (3) años para menores de 60 años y 
de un (1) año para mayores de 60.

Con base en lo anterior, se presenta la siguiente 
tabla que relaciona los términos de vigencia de 
las licencias de conducción de servicio público 
consagrados en el Código Nacional de Tránsito 
Terrestre versus la propuesta que se plantea en el 
artículo 2° de esta iniciativa legislativa, así: 

EDAD VIGENCIA 
ACTUAL

VIGENCIA 
PROPUESTA

Menores de 60 años 3 años 5 años
Mayores de 60 años 1 año 1 año

En Colombia, en atención al precepto 
constitucional que reconoce la promoción de la 
prosperidad general y la garantía de la efectividad 
de los derechos consagrados en la Carta Política 
como fin esencial del Estado dentro de los cuales 
se encuentra el deber de las autoridades de proteger 
la vida de todas las personas del territorio nacional, 
se ha instaurado la seguridad vial como prioridad y 
política de Estado de tal modo que, quienes fungen 
como autoridades de tránsito, están obligadas a 
velar por la cabalidad del cumplimiento de este 
mandato. 

Así las cosas, las licencias de conducción se 
convierten en un instrumento que contribuyen al 
fortalecimiento de la seguridad vial del país para 
la protección de la vida como el bien jurídico 
más importante y sujeto a protección del Estado 
Social de Derecho, máxime en el caso de aquellas 
de servicio público en dónde las restricciones son 
mayores coligiendo que dicha restricción se debe a 
razones como las siguientes: 

i) Razones de seguridad y para garantizar la 
calidad en el servicio de transporte público.

ii) Mayor responsabilidad y un mayor riesgo, 
ya que los conductores están transportando 
pasajeros y son responsables de su 
seguridad. 



Gaceta del Congreso  1425 Jueves, 12 de septiembre de 2024 Página 17

iii) Necesidad de asegurar que los conductores 
estén capacitados adecuadamente y que 
se mantengan actualizados en cuanto a 
las regulaciones de tránsito y las mejores 
prácticas de seguridad.

iv) Garantizar que los conductores de servicio 
público estén sujetos a revisiones más 
periódicas de sus habilidades de conducción 
y conocimientos sobre seguridad vial.

Si bien, la Agencia Nacional de Seguridad Vial en 
su documento técnico “Plan Nacional de Seguridad 
Vial 2022-2031”, describe la importancia de 
avanzar en mejoras respecto a la implementación 
de la seguridad vial en el mundo que ha costado 
cerca de 1,35 millones de vida, convirtiendo 
los siniestros viales en uno de los factores que 
impactan la salud pública y el desarrollo mundial; 
es menester destacar que este mismo documento 
señala que según el Observatorio Nacional de 
Seguridad Vial “...el transporte público de 
pasajeros es el servicio que ofrece menor riesgo 
de fatalidad a sus usuarios…”. (Negrita por fuera 
de texto)

Las siguientes gráficas, tomadas del mismo 
documento técnico fuente de la Agencia Nacional 
de Seguridad Vial a partir del Observatorio Nacional 
de Seguridad Vial (20222), evidencian que, tanto la 
condición de víctimas fatales en siniestros viales 
como los fallecimientos según el actor vial están 
asociados en su gran mayoría al uso de vehículos 
de dos ruedas como las motocicletas y en el caso 
de conductores y pasajeros de vehículos de cuatros 
ruedas o más como es el caso del servicio público 
de transporte, las cifras resultan tres veces menor 
respecto a las primeras.   

No obstante, considerando las licencias 
de conducción como un instrumento para 
hacer control y fortalecer la seguridad vial y 
remitiéndose al artículo 22 del Código Nacional 
de Transporte Terrestre, puede observarse que la 
vigencia para las licencias de conducción para 
vehículos de servicio particular como es el caso 
de las motocicletas, tienen una vigencia tres veces 
mayor (10 años) para conductores menores de 
sesenta años respecto a la vigencia de 3 años que 
ha fijado la Ley para conductores de vehículos de 
servicio público en el mismo rango de edad. 

Adicionalmente, las siguientes gráficas 
muestran la distribución de fallecimientos de 
peatones, ciclistas y motociclistas de acuerdo 
con los actores viales involucrados en el siniestro 
y a partir de ellas, logra evidenciarse que la 
intervención de los vehículos de transporte público 
de pasajeros resulta inferior respecto a aquellos 
como motocicletas y vehículos de transporte 
particular que a la fecha, tienen una vigencia mayor 
para su licencia de conducción.
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Las gráficas y lo descrito anteriormente permiten 
identificar que en el país existe una baja afectación 
por parte de los vehículos de transporte público de 
pasajeros a la seguridad vial; y aun cuando, podría 
colegirse que la restricción impuesta a la vigencia 
de la licencia de conducción para conductores 
de servicio público, que además implica per se 
revisiones médicas periódicas y capacitaciones 
con mayor frecuencia respecto a la modalidad 
de servicio particular, debe considerarse que la 
restricción impuesta en términos de vigencia -que 
es más de tres veces inferior en relación con las 
de servicio particular- podría extenderse a 5 años 
para darle un trato más justo a aquellas personas 
que prestan el servicio de conducción de transporte 
público y que incurren en el gasto de renovación 
de la licencia de conducción con mayor frecuencia.

Lo anterior, considerando que, durante el 
trámite de renovación o refrendación de la licencia 
de conducción, también deben incurrir en gastos 
adicionales como las tarifas que deben pagarse por 
concepto de examen de aptitud física, mental y de 
coordinación motriz para conducir, que son fijadas 
por los Centros de Reconocimiento de Conductores 
de conformidad con los rangos establecidos en el 
artículo 3.4.1. de la Resolución 20223040045295 de 
2022 del Ministerio de Transporte “Por medio del 
cual se expide la Resolución Única Compilatoria en 
materia de Tránsito del Ministerio de Transporte” y 
que pueden oscilar para este año entre los $141.000 
y los $161.00; es decir, una cifra equivalente a más 
del 10% del valor del salario mínimo legal mensual 
vigente. 

Pero además y con base en las mismas 
evidencias gráficas anteriormente expuestas, debe 
verse con buenos ojos que a través de esta iniciativa 
se pretenda otorgar el beneficio  económico de 
descuento en los costos asociados al trámite de 
renovación de la licencia de conducción -previa 
reglamentación por parte del gobierno nacional- 
a aquellas personas con licencia de conducción 
para vehículo de servicio público que durante 
la vigencia de la misma no sean reportadas en el 
Sistema Integrado de Información sobre las Multas 
y Sanciones por Infracciones de Tránsito (SIMIT), 
implementando dicha medida como un incentivo 
que resulte en beneficio de estos ciudadanos por el 
buen comportamiento en seguridad vial. 

Por último, cabe recordar que la ampliación 
del término de la vigencia para conductores de 
servicios de transporte público propuesta en este 
proyecto de Ley es exclusivamente para personas 
menores de 60 años, considerando que aquellos de 
60 años en adelante y para los cuales la Ley prevé 
una vigencia de un (1) año, tienen mayor exposición 
a enfermedades progresivas que podrían implicar 
mayores riesgos en materia de seguridad vial. 

4. MARCO JURÍDICO 

4.1 Constitucional 

Respecto al marco constitucional, esta iniciativa 
encuentra asidero en los siguientes artículos de la 
Carta Política: 

“ARTÍCULO 2°. Son fines esenciales del 
Estado: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad 
de los principios, derechos y deberes consagrados 
en la Constitución; facilitar la participación de 
todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de 
la Nación; defender la independencia nacional, 
mantener la integridad territorial y asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.

Las autoridades de la República están 
instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, 
creencias, y demás derechos y libertades, y para 
asegurar el cumplimiento de los deberes sociales 
del Estado y de los particulares”. (Negrita por 
fuera de texto)

Así mismo, el inciso segundo del artículo 13 
constitucional reza: 

“El Estado promoverá las condiciones para que 
la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas 
en favor de grupos discriminados o marginados”. 
(Negrilla por fuera de texto)

La elección del oficio de conductor de servicio 
de transporte público se enmarca en el derecho al 
libre desarrollo de la personalidad: 

ARTÍCULO 16. Todas las personas tienen 
derecho al libre desarrollo de su personalidad sin 
más limitaciones que las que imponen los derechos 
de los demás y el orden jurídico.

Por su parte, los artículos 24 y 26 superior 
indican: 

“ARTICULO 24. Todo colombiano, con las 
limitaciones que establezca la ley, tiene derecho 
a circular libremente por el territorio nacional, a 
entrar y salir de él, y a permanecer y residenciarse 
en Colombia”. (Negrilla por fuera de texto).

“ARTICULO 26. Toda persona es libre de 
escoger profesión u oficio. La ley podrá exigir 
títulos de idoneidad. Las autoridades competentes 
inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las 
profesiones. Las ocupaciones, artes y oficios 
que no exijan formación académica son de libre 
ejercicio, salvo aquellas que impliquen un riesgo 
social”. (Negrilla por fuera de texto).

“ARTÍCULO 311. Al municipio como entidad 
fundamental de la división político<sic>-
administrativa del Estado le corresponde prestar 
los servicios públicos que determine la ley, 
construir las obras que demande el progreso local, 
ordenar el desarrollo de su territorio, promover la 
participación comunitaria, el mejoramiento social 
y cultural de sus habitantes y cumplir las demás 
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funciones que le asignen la Constitución y las 
leyes”. (Negrilla por fuera de texto).

“ARTÍCULO 365. Los servicios públicos son 
inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber 
del Estado asegurar su prestación eficiente a todos 
los habitantes del territorio nacional.

Los servicios públicos estarán sometidos 
al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser 
prestados por el Estado, directa o indirectamente, por 
comunidades organizadas, o por particulares. En todo 
caso, el Estado mantendrá la regulación, el control 
y la vigilancia de dichos servicios. Si por razones de 
soberanía o de interés social, el Estado, mediante ley 
aprobada por la mayoría de los miembros de una y otra 
cámara, por iniciativa del Gobierno decide reservarse 
determinadas actividades estratégicas o servicios 
públicos, deberá indemnizar previa y plenamente a las 
personas que, en virtud de dicha ley, queden privadas 
del ejercicio de una actividad lícita”. (Negrillas por 
fuera de texto).

4.2 Legal 
En cuanto al desarrollo legal que atañe esta materia, 

se encuentra:
Ley 105 de 1993 “por la cual se dictan disposiciones 

básicas sobre el transporte, se redistribuyen 
competencias y recursos entre la Nación y las Entidades 
Territoriales, se reglamenta la planeación en el sector 
transporte y se dictan otras disposiciones”.

El artículo 2° de esta Ley, fija los principios 
fundamentales y rectores del Transporte en Colombia, 
dentro de los cuales se encuentra la intervención 
del Estado para fijar la planeación, el control, la 
regulación y la vigilancia del transporte. Así mismo, 
establece como principios la libre circulación de toda 
persona por el territorio nacional que en todo caso y 
en concordancia con el artículo 24 superior, sólo será 
limitada por la Ley y por otra parte, la seguridad que 
debe ser prioridad del Sistema y del Sector Transporte. 

Por su parte, el artículo 3° establece los principios 
del transporte público garantizando a través de ellos: 
el acceso, su carácter público bajo la regulación del 
Estado y la colaboración entre entidades o los diferentes 
organismos del Sistema Nacional de Transporte 
para velar por su operación fundada “...en criterios 
de coordinación, planeación, descentralización y 
participación”. 

4.3. Reglamentarios 
Resolución número 1500 de 2005 del Ministerio de 

Transporte, “por la cual se reglamentan las categorías 
de la Licencia de Conducción, de conformidad con el 
artículo 20 de la Ley 769 de 2002”.

Resolución número 5228 de 2016 del Ministerio de 
Transporte “por la cual se establecen las condiciones, 
características de seguridad y rangos de precios 
al usuario para servicios prestados por Centros de 
Reconocimiento de Conductores y se modifica la 
Resolución 217 de 2014”.

Resolución número 20223040045295 de 2022 
del Ministerio de Transporte “por medio del cual se 

expide la Resolución Única Compilatoria en materia 
de Tránsito del Ministerio de Transporte”

Resolución número 20223040055235 de 2022 de 
Ministerio de Transporte “por la cual se actualizan las 
tarifas de los servicios del Registro Único Nacional de 
Transito (RUNT)” .

5. COMPETENCIA DEL CONGRESO
5.1 Constitucional
El Estatuto Superior faculta al Congreso de la 

República para la expedición de Leyes como la que 
se pretende tramitar por medio de esta iniciativa 
legislativa a través de los siguientes artículos: 

“ARTÍCULO 114. Corresponde al Congreso 
de la República reformar la Constitución, hacer 
las leyes y ejercer control político sobre el gobierno 
y la administración. El Congreso de la República, 
estará integrado por el Senado y la Cámara de 
Representantes”.

“ARTÍCULO  150. Corresponde al Congreso hacer 
las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes 
funciones: 

1. Interpretar, reformar y derogar las leyes. 
2.  Expedir códigos en todos los ramos de la 

legislación y reformar sus disposiciones. 
3.  Aprobar el plan nacional de desarrollo y de 

inversiones públicas que hayan de emprenderse 
o continuarse, con la determinación de los 
recursos y apropiaciones que se autoricen 
para su ejecución, y las medidas necesarias 
para impulsar el cumplimiento de los mismos. 

4.  Definir la división general del territorio con 
arreglo a lo previsto en esta Constitución, fijar 
las bases y condiciones para crear, eliminar, 
modificar o fusionar entidades territoriales y 
establecer sus competencias”.

5.2 Legal
LEY 5ª DE 1992 - “Por la cual se expide el 

Reglamento del Congreso; el Senado y la Cámara de 
Representantes”

“ARTÍCULO  6°. Clases de funciones del 
Congreso. El Congreso de la República cumple:

(…)
2. Función legislativa, para elaborar, interpretar, 

reformar y derogar las leyes y códigos en todos los 
ramos de la legislación”.

“ARTÍCULO 139. Presentación de proyectos. Los 
proyectos de ley podrán presentarse en la Secretaría 
General de las Cámaras o en sus plenarias”.

“ARTÍCULO 140. Iniciativa legislativa. Pueden 
presentar proyectos de ley: 

1. Los Senadores y Representantes a la Cámara 
individualmente y a través de las bancadas”.

LEY 3ª DE 1992 –“Por la cual se expiden normas 
sobre las Comisiones del Congreso de Colombia y se 
dictan otras disposiciones”

ARTÍCULO 2º. Tanto en el Senado como en la 
Cámara de Representantes funcionarán Comisiones 
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Constitucionales Permanentes, encargadas de dar 
primer debate a los proyectos de acto legislativo o de 
ley referente a los asuntos de su competencia. 

Las Comisiones Constitucionales Permanentes en 
cada una de las Cámaras serán siete (7) a saber:

(...).
Comisión Sexta.
Compuesta por trece (13) miembros en el 

Senado y dieciocho (18) miembros en la Cámara 
de Representantes, conocerá de: comunicaciones; 
tarifas; calamidades públicas; funciones públicas 
y prestación de los servicios públicos; medios de 
comunicación; investigación científica y tecnológica; 
espectros electromagnéticos; órbita geoestacionaria; 
sistemas digitales de comunicación e informática; 
espacio aéreo; obras públicas y transporte; turismo y 
desarrollo turístico; educación y cultura. (Negrilla por 
fuera de texto).

(...).
6. IMPACTO FISCAL
En concordancia con las disposiciones legales del 

artículo 7° de la Ley 819 de 2003, “por la cual se 
dictan normas orgánicas en materia de presupuesto, 
responsabilidad y transparencia fiscal y se dictan otras 
disposiciones”, sobre el análisis de impacto fiscal de 
las normas, se establece la obligación de hacerlo 
explícito en todo momento que “…ordene gasto o que 
otorgue beneficios tributarios…”; así mismo, el deber 
de compatibilidad con el Marco Fiscal de Mediano 
Plazo y de ser incluido “expresamente en la exposición 
de motivos y en las ponencias de trámite respectivas 
los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de ingreso 
adicional generada para el financiamiento de dicho 
costo”.

Conforme a lo anterior, las propuestas incluidas 
en esta iniciativa legislativa no encajan dentro de los 
preceptos de ordenación de gasto o de otorgamiento 
de beneficios tributarios dispuestos en el inciso 2° del 
artículo 7° de la Ley 819 de 2003; razón por la cual no 
se incluyen costos fiscales de la iniciativa y la fuente 
de ingreso adicional generada para el financiamiento 
de dicho costo.

Así las cosas, si bien esta iniciativa legislativa no 
ordena gasto ni otorga tales beneficios, si podría generar 
un impacto fiscal frente al recaudo de recursos públicos 
provenientes del trámite de renovación de las licencias 
de conducción. En tal sentido, en concordancia con lo 
establecido en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público podrá emitir 
concepto frente a esta iniciativa y que tal como reza 
la Ley en mención, podrá darse en cualquier tiempo 
durante el respectivo trámite en el Congreso de la 
República.

No obstante, cabe resaltar que frente al análisis de 
impacto fiscal de las normas la Corte Constitucional ha 
proferido pronunciamientos sobre la materia, y en el 
caso de la Sentencia C-866 de 2010 sostuvo una serie 
de subreglas que se relacionan a continuación:

“… es posible deducir las siguientes subreglas 
sobre el alcance del artículo 7º de la Ley 819 de 2003:

i) las obligaciones previstas en el artículo 7º 
de la Ley 819 de 2003 constituyen un parámetro 
de racionalidad legislativa, que cumple fines 
constitucionalmente relevantes como el orden de las 
finanzas públicas y la estabilidad macroeconómica; 
el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 7º de 
la Ley 819 de 2003 corresponde al Congreso, pero 
principalmente al Ministro de Hacienda y Crédito 
Público, en tanto que es el que cuenta con los datos, 
los equipos de funcionarios y la experticia en materia 
económica.

Por lo tanto, en el caso de que los congresistas 
tramiten un proyecto incorporando estimativos 
erróneos sobre el impacto fiscal, sobre la manera de 
atender esos nuevos gastos o sobre la compatibilidad 
del proyecto con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, le 
corresponde al Ministro de Hacienda intervenir en el 
proceso legislativo para ilustrar al Congreso acerca de 
las consecuencias económicas del proyecto’; (Negrita 
y subrayado por fuera de texto).

ii) En caso de que el Ministro de Hacienda y 
Crédito Público no intervenga en el proceso legislativo 
u omita conceptuar sobre la viabilidad económica del 
proyecto, no lo vicia de inconstitucionalidad puesto 
que este requisito no puede entenderse como un poder 
de veto sobre la actuación del Congreso o una barrera 
para que el legislador ejerza su función legislativa, 
lo cual ‘se muestra incompatible con el balance entre 
los poderes públicos y el principio democrático’; y 
el informe presentado por el Ministro de Hacienda y 
Crédito Público no obliga a las células legislativas 
a acoger su posición; sin embargo, sí genera una 
obligación en cabeza del Congreso de valorarlo 
y analizarlo. Solo así se garantiza una debida 
colaboración entre las ramas del poder público y se 
armoniza el principio democrático con la estabilidad 
macroeconómica”. 

Con fundamento a este pronunciamiento de la 
Corte, posterior a la radicación de este proyecto de 
Ley, se solicitará al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, emitir concepto frente a esta iniciativa y 
considerando que, si bien, el artículo 7° de la Ley 819 
de 2003 establece un deber al Congreso, la Corte ha 
enfatizado que corresponde principalmente a la cartera 
de Hacienda y Crédito Público, considerando que 
cuenta con la información, la experticia en materia 
económica y funcionarios capacitados para ello.

Así mismo, otro precedente jurisprudencial 
constitucional proferido por la Corte en Sentencia 
C-490 de 2011 sostiene que:

“El mandato de adecuación entre la justificación 
de los proyectos de ley y la planeación de la política 
económica, empero, no puede comprenderse como 
un requisito de trámite para la aprobación de las 
iniciativas legislativas, cuyo cumplimiento recaiga 
exclusivamente en el Congreso. Ello en tanto (i) el 
Congreso carece de las instancias de evaluación 
técnica para determinar el impacto fiscal de cada 
proyecto, la determinación de las fuentes adicionales 
de financiación y la compatibilidad con el marco fiscal 
de mediano plazo; y (ii) aceptar una interpretación 
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de esta naturaleza constituiría una carga irrazonable 
para el Legislador y otorgaría un poder correlativo 
de veto al Ejecutivo, a través del Ministerio de 
Hacienda, respecto de la competencia del Congreso 
para hacer las leyes. Un poder de este carácter, que 
involucra una barrera en la función constitucional de 
producción normativa, se muestra incompatible con 
el balance entre los poderes públicos y el principio 
democrático. La exigencia de la norma orgánica, a 
su vez, presupone que la previsión en cuestión debe 
contener un mandato imperativo de gasto público”.

En tal sentido, debe reiterarse que no contar con 
un análisis de impacto fiscal frente a la iniciativa no 
puede constituirse en óbice para que este proyecto 
de Ley curse trámite constitucional y legal y mucho 
menos, para que el Congreso de Colombia ejerza 
su función legislativa pues ello se convertiría 
en una vulneración al principio de separación 
de poderes del poder público máxime cuando la 
Corte Constitucional en Sentencia C-315 de 2008 
ha señalado que: “…los primeros tres incisos del 
art. 7° de la Ley 819 de 2003 deben entenderse 
como parámetros de racionalidad de la actividad 
legislativa, y como una carga que le incumbe 
inicialmente al Ministerio de Hacienda…”. 
(Negrita por fuera de texto).

Es decir, “…el mencionado artículo debe 
interpretarse en el sentido de que su fin es obtener 
que las leyes que se dicten tengan en cuenta las 
realidades macroeconómicas, pero sin crear 
barreras insalvables en el ejercicio de la función 
legislativa ni crear un poder de veto legislativo en 
cabeza del Ministro de Hacienda…”.

En tal sentido, se pone a consideración del 
Congreso de la República de Colombia esta 
iniciativa legislativa y se solicita dar inicio a su 
trámite sin desconocer que, en cualquier momento 
del procedimiento legislativo el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público podrá emitir concepto 
frente a al proyecto de ley. 

7. CONFLICTOS DE INTERÉS
En virtud de las disposiciones normativas del 

artículo 3° de la Ley 2003 de 2019, “Por la cual se 
modifica parcialmente la Ley 5ª de 1992”, se hacen 
las siguientes consideraciones a fin de describir “...
las circunstancias o eventos que podrían generar un 
conflicto de interés para la discusión y votación…” 
de esta iniciativa legislativa, de conformidad con el 
artículo 286 de la Ley 5ª de 1992, modificado por 
el artículo 1° de la Ley 2003 de 2019, que reza lo 
siguiente: 

“Artículo 286. Régimen de conflicto de interés 
de los congresistas. Todos los congresistas deberán 
declarar los conflictos de intereses que pudieran 
surgir en el ejercicio de sus funciones.

Se entiende como conflicto de interés una 
situación donde la discusión o votación de un 
proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda 
resultar en un beneficio particular, actual y directo 
a favor del congresista. 

- Beneficio particular: aquel que otorga un 
privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina 
obligaciones a favor del congresista de las que 
no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique 
normas que afecten investigaciones penales, 
disciplinarias, fiscales o administrativas 
a las que se encuentre formalmente 
vinculado. 

Beneficio actual: aquel que efectivamente 
se configura en las circunstancias presentes y 
existentes al momento en el que el congresista 
participa de la decisión. 

- Beneficio directo: aquel que se produzca 
de forma específica respecto del 
congresista, de su cónyuge, compañero o 
compañera permanente, o parientes dentro 
del segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil. 
(…)”.

Al respecto, cabe recordar que la Sala Plena 
Contenciosa Administrativa del Honorable 
Consejo de Estado en su sentencia 02830 del 16 
de julio de 2019, M. P. Carlos Enrique Moreno 
Rubio, señaló que:

“No cualquier interés configura la causal de 
desinvestidura en comento, pues se sabe que sólo 
lo será aquél del que se pueda predicar que es 
directo, esto es, que per se le alegado beneficio, 
provecho o utilidad encuentre su fuente en el 
asunto que fue conocido por el legislador; 
particular, que el mismo sea específico o personal, 
bien para el congresista o quienes se encuentren 
relacionados con él; y actual o inmediato, que 
concurra para el momento en que ocurrió la 
participación o votación del congresista, lo 
que excluye sucesos contingentes, futuros o 
imprevisibles. También se tiene noticia que el 
interés puede ser de cualquier naturaleza, esto 
es, económico o moral, sin distinción alguna”.

Se estima que la discusión y aprobación del 
presente proyecto de ley NO genera conflictos de 
interés en razón de beneficios particulares, actuales 
y directos a favor de un congresista, de su cónyuge, 
compañero o compañera permanente o pariente 
dentro del segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil, conforme a lo 
dispuesto en la ley, en razón a que se trata de una 
norma de carácter general, impersonal o abstracto 
que tendría efectos jurídicos para cualquier persona 
del territorio nacional y que, como ya mencionó 
anteriormente, no materializa una situación concreta 
que pueda enmarcar un beneficio particular, actual o 
directo para los congresistas. 

No obstante; es menester señalar que, la descripción 
de los posibles conflictos de interés que se puedan 
presentar frente al trámite o votación del presente 
Proyecto de Ley, de conformidad con las disposiciones 
del artículo 291 de la Ley 5ª de 1992 modificado por 
la Ley 2003 de 2019, no exime al Congresista de 
identificar causales adicionales en las que pueda estar 
incurso.
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8. PLIEGO DE MODIFICACIONES

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE TEXTO PROPUESTO
“Por medio de la cual se amplía el término de la vigencia de las 
licencias de conducción para vehículos de servicio de transporte 
público y se incentiva el buen comportamiento en seguridad vial”.

Sin modificaciones

ARTÍCULO 1°. OBJETO. La presente ley tiene como objeto 
ampliar los términos de la vigencia de las licencias de conduc-
ción para vehículos de servicios de transporte público en todas 
sus modalidades de los que trata el inciso 2° del artículo 22 y de 
la Ley 769 de 2002 “Por la cual se expide el Código Nacional 
de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones” para per-
sonas menores de 60 años. Además, busca otorgar el beneficio 
económico en los costos asociados al trámite de renovación de 
licencias del que trata el artículo 23 de la misma Ley para los 
conductores de vehículos de servicio público que presenten buen 
comportamiento en seguridad vial y no hayan sido sancionados 
en un proceso contravencional o administrativo de tránsito o que 
hayan aceptado la comisión de la infracción durante la vigencia 
de la licencia.

Sin modificaciones

ARTÍCULO 2°. El inciso 2° del artículo 22 de la Ley 769 de 
2002 quedará así: “… Las licencias de conducción para vehícu-
los de servicio público tendrán una vigencia de cinco (5) años 
para conductores menores de sesenta (60) años de edad y de dos 
(2) años para mayores de sesenta (60) años de edad…”.

Sin modificaciones

ARTÍCULO 3°. BENEFICIO POR BUEN COMPORTA-
MIENTO EN SEGURIDAD VIAL. Adiciónese un parágrafo al 
artículo 23 de la Ley 769 de 2002, así: 
Parágrafo. A aquella persona con licencia de conducción para 
vehículo que durante la vigencia de la misma no sea sanciona-
da en un proceso contravencional o administrativo de tránsito 
o que hayan aceptado la comisión de la infracción se le otor-
gará el beneficio económico de descuento en los costos aso-
ciados al trámite de renovación de la licencia de conducción.  
El Gobierno nacional a través del Ministerio de Transporte regla-
mentará la materia.

ARTÍCULO 3°. BENEFICIO POR BUEN COMPORTA-
MIENTO EN SEGURIDAD VIAL. Adiciónese un parágrafo al 
artículo 23 de la Ley 769 de 2002, así: 
Parágrafo. A aquella persona con licencia de conducción para ve-
hículo de servicio público que durante la vigencia de la misma no 
sea sancionada en un proceso contravencional o administrativo 
de tránsito o que hayan aceptado la comisión de la infracción se 
le otorgará el beneficio económico de descuento en los costos 
asociados al trámite de renovación de la licencia de conducción.  
El Gobierno nacional a través del Ministerio de Transporte regla-
mentará la materia.

ARTÍCULO 4°. VIGENCIA Y DEROGATORIA. La presente 
Ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga todas las 
normas que le sean contrarias.

Sin modificaciones

JUSTIFICACIÓN: 
Para el artículo 3° se propone incluir nuevamente, como lo fue en su texto original, las palabras de Servicio Público, manteniendo 
la esencia y unidad de materia del presente Proyecto de Ley.

9. PROPOSICIÓN
De acuerdo a los anteriores argumentos que 

motivan la presente ponencia de proyecto de ley, se 
le solicita muy comedidamente a la Plenaria de la 
Honorable Cámara de Representantes del Congreso 
de la República de Colombia darle trámite positivo 
en segundo debate al Proyecto de Ley número 093 
de 2023 Cámara, por medio de la cual se amplía el 
término de la vigencia de las licencias de conducción 
para vehículos de servicio de transporte público y se 
incentiva el buen comportamiento en seguridad vial.

• TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE
PROYECTO DE LEY NÚMERO 093 DE 2023 CÁMARA

por medio de la cual se amplía el término de la 
vigencia de las licencias de conducción para 

vehículos de servicio de transporte público y se 
incentiva el buen comportamiento en seguridad 

vial.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

“ARTÍCULO 1°. OBJETO. La presente Ley tiene 
como objeto ampliar los términos de la vigencia de las 
licencias de conducción para vehículos de servicios 
de transporte público en todas sus modalidades de 
los que trata el inciso 2° del artículo 22 y de la Ley 769 
de 2002 “Por la cual se expide el Código Nacional de 
Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones” para 
personas menores de 60 años. Además, busca otorgar el 
beneficio económico en los costos asociados al trámite 
de renovación de licencias del que trata el artículo 23 
de la misma Ley para los conductores de vehículos de 
servicio público que presenten buen comportamiento 
en seguridad vial y no hayan sido sancionados en un 
proceso contravencional o administrativo de tránsito o 
que hayan aceptado la comisión de la infracción durante 
la vigencia de la licencia.”

“ARTÍCULO 2°. El inciso 2° del artículo 22 de la 
Ley 769 de 2002 quedará así:
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“… Las licencias de conducción para vehículos de 
servicio público tendrán una vigencia de cinco (5) años 
para conductores menores de sesenta (60) años de edad 
y de dos (2) años para mayores de sesenta (60) años de 
edad…”

“ARTÍCULO 3°. BENEFICIO POR BUEN 
COMPORTAMIENTO EN SEGURIDAD VIAL. 
Adiciónese un parágrafo al artículo 23 de la Ley 769 de 
2002, así:

Parágrafo. A aquella persona con licencia de 
conducción para vehículo de servicio público que 
durante la vigencia de la misma no sea sancionada en 
un proceso contravencional o administrativo de tránsito 
o que hayan aceptado la comisión de la infracción se 
le otorgará el beneficio económico de descuento en los 
costos asociados al trámite de renovación de la licencia 
de conducción. 

El Gobierno nacional a través del Ministerio de 
Transporte reglamentará la materia.

Parágrafo: A aquella persona con licencia de 
conducción para vehículo,”

ARTÍCULO 4°. VIGENCIA Y DEROGATORIA. 
La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación 
y deroga todas las normas que le sean contrarias.”

TEXTO APROBADO EN PRIMER 
DEBATE POR LA COMISIÓN SEXTA 

CONSTITUCIONAL PERMANENTE DE 
LA CÁMARA DE REPRESENTANTES EN 
SESIÓN DEL DÍA VEINTINUEVE (29) DE 

NOVIEMBRE DE 2023, AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 093 DE 2023 CÁMARA

por medio de la cual se amplía el término de la 
vigencia de las licencias de conducción para 

vehículos de servicio de transporte público y se 
incentiva el buen comportamiento en seguridad 

vial.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
ARTÍCULO 1º. OBJETO. La presente Ley tiene 

como objeto ampliar los términos de la vigencia 
de las licencias de conducción para vehículos 
de servicios de transporte público en todas sus 
modalidades de los que trata el inciso 2º del artículo 
22 y de la Ley 769 de 2002, por la cual se expide el 
Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan 
otras disposiciones, para personas menores de 60 
años. 

Además, busca otorgar el beneficio económico 
en los costos asociados al trámite de renovación de 
licencias del que trata el artículo 23 de la misma 
Ley para los conductores de vehículos de servicio 
público que presenten buen comportamiento en 
seguridad vial y no hayan sido sancionados en un 
proceso contravencional o administrativo de tránsito 

o que hayan aceptado la comisión de la infracción 
durante la vigencia de la licencia.

ARTÍCULO 2º. El inciso 2º del artículo 22 de la 
Ley 769 de 2002 quedará así:

“... Las licencias de conducción para vehículos 
de servicio público tendrán una vigencia de cinco 
(5) años para conductores menores de sesenta (60) 
años de edad y de dos (2) años para mayores de 
sesenta (60) años de edad ...”

ARTÍCULO 3º. BENEFICIO POR BUEN 
COMPORTAMIENTO EN SEGURIDAD VIAL. 
Adiciónese un parágrafo al artículo 23 de la Ley 769 
de 2002, así:

Parágrafo. A aquella persona con licencia de 
conducción para vehículo que durante la vigencia 
de la misma no sea sancionada en un proceso 
contravencional o administrativo de tránsito o que 
hayan aceptado la comisión de la infracción se le 
otorgará el beneficio económico de descuento en 
los costos asociados al trámite de renovación de 
la licencia de conducción. El Gobierno nacional a 
través del Ministerio de Transporte reglamentará la 
materia.

ARTÍCULO 4º. VIGENCIA Y DEROGATORIA. 
La presente Ley rige a partir de la fecha de su 
publicación y deroga todas las normas que le sean 
contrarias.
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